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634-PLA-RH-MI-2019

Ref.SICE 1692-18

08 de mayo de 2019

Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte

Estimada señora:

En atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, le remito el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas. 
Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 446-PLA-MI-2019, del 28 de marzo del 2019,  el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador, de la Comisión Acceso a la Justicia, y de la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i de la Defensa Publica. Como respuesta se recibió oficio JEFDP-292-2019, enviado por el Dr Erick Núñez Rodriguez, Subjefe a.i de la Defensa Publica y correo electrónico  por parte de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Defensa Publica de Bribri.Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que  se presenta.
Atentamente,

Nacira Valverde Bermúdez

Directora a.i. de Planificación

Copia: Archivo
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	OFICIOS Y REFERENCIAS
	En el siguiente cuadro se detalla los números de oficios de la Secretaría General de la Corte que corresponden a las referencias internas de la Dirección de Planificación: 

No. Referencia Interna

No. Oficio de la Secretaría

Oficios Relacionados

1610-18

10473-18

-

1692-18

10880-18

-

1859-18

-

Correo del 13-nov-18 de la Dirección de la Defensa Pública, sobre cantidad de usuarios indígenas 

150-19

951-19

-

384-19
2339-19
-


	PROYECTO U OFICINAS ANALIZADAS:
	Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)

	I. ANTECEDENTES
	Mediante oficio 6461-16 del 21 de junio de 2016, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión 58-16 del 14 de junio de 2016, artículo XIX, donde se conocen las recomendaciones del informe 893-PLA-2016 de la Dirección de Planificación, sobre las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y Acceso de la Justicia, donde se solicitó realizar un seguimiento de las recomendaciones en dicho informe. 

En tanto, mediante oficio 159-CSP-17 del 28 de abril de 2017, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión 39-17 del 26 de abril de 2017, artículo IV, donde se aprobó el informe 27-PLA-MI-2017, en el cual se determinó la necesidad de asignar siete plazas ordinarias de Defensora o Defensor Público para garantizar al menos un profesional por cada Juzgado Agrario y cinco plazas extraordinarias de Defensora o Defensor Público, para que realice las funciones de suplencia, contraparte y de curador procesal, según las nuevas labores que le delega el Código Procesal Agrario. Además, en este mismo acuerdo se señala que: 

“(…) En el caso de las plazas de defensor público aprobadas, la Dirección del Programa deberá valorar la carga de trabajo para la materia en la que son creadas, si durante el proceso de ejecución las mismas no llegaran a contar con carga de trabajo en la materia agraria, deberá asignárseles asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo (la negrita no es del original)”.

Aunado a lo anterior, mediante oficio 7550-17 del 5 de mayo, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión 15-17 del 31 de mayo, donde se dispuso: 

“Acoger la solicitud de la Magistrada Escoto, en consecuencia, otorgar a la Jurisdicción Agraria el recurso de 7 plazas extraordinarias (la negrita no es del original) de Defensora o Defensor Público para garantizar al menos un profesional por cada Juzgado Agrario a nivel nacional (…)”

Posteriormente, mediante oficio 37-CSP-18 del 9 de abril, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión extraordinaria 25-18 del 4 de abril, donde se aprobó el informe 20-PLA-OI-2018, presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, entre las que se destaca asignar siete plazas extraordinarias de Defensor Público para la atención de materia Agraria, por todo el período 2018 en apoyo del plan de descongestionamiento del Tribunal Agrario, y se estima la continuidad de las plazas de defensores para el período 2019.

Por otra parte, en relación con el Proyecto de Ley denominado: “Carta de derechos sobre acceso a la justicia de los pueblos indígenas”, expediente 17805; mediante oficio 10880-18 del 22 de agosto, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 86-18, del 2 de octubre, artículo LXVI donde  se acoge la solicitud presentada por la Dirección de la Defensa Pública mediante oficio JEFDP-1123-2018 del 17 de setiembre y se hace de conocimiento del acuerdo a la Dirección de Planificación con la finalidad que realice el análisis de todos los aspectos que implique el cambio por la entrada en vigencia de lo que ese entonces era el proyecto de Ley. En este particular, se resalta que la Ley 9593 de Acceso a la justicia de los pueblos indígenas de Costa Rica, entró en vigencia a partir de su publicación, la cual fue realizada en la Gaceta  179 (Alcance 174) del 28 de setiembre de 2018. 
Además, mediante oficio JEFDP-1244-2018 del 1 de octubre de 2018, de la Dirección de la Defensa Pública señala que: 

“Dentro del estudio que realiza la Dirección de Planificación sobre las cargas de trabajo de plazas asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se valore la posibilidad de que algunas de estas plazas sean reasignadas a la atención de la población indígena para garantizar su acceso a la justicia (…)”

En razón de lo anterior, mediante oficio 10473-18, del 9 de octubre de 2018, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 87-18 del 4 de octubre, artículo LXXXIV donde se considera trasladar la gestión presentada por máster la Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio JEFDP-1244-2018 del 1 de octubre de 2018, a estudio de la Dirección de Planificación, e informe a este Consejo lo que corresponde.

En este particular, dentro del estudio realizado por la Dirección de Planificación bajo el oficio 330-PLA-OI-2019 sobre los Modelos de Atención en los Tribunales de Flagrancia a Nivel Nacional se determinó que, de aprobarse el plan de trabajo propuesto en el contenido del informe en mención, las plazas de Defensora o Defensor Público asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se distribuirían según los planes y necesidades de los Tribunales de Flagrancias y de las Fiscalías otorgando apoyo en atención de materia penal ordinaria. Dicho estudio está para conocimiento del Consejo Superior. 
Por otro lado, referente al patrocinio letrado de los servidores judiciales legalmente encomendado a la Dirección de la Defensa Pública (artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), mediante oficio 951-19 del 28 de enero de 2019, de la Secretaría General, se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 1-19 del 8 de enero, artículo XXVII en el cual se señala de forma textual: 

“(…) Remitir el presente informe a la Dirección de Planificación con el fin de que realice un estudio integral referente al impacto en la carga laboral y sobre los costos económicos, acerca del área Contencioso Administrativa por desarrollar en la Defensa Pública, por lo que deberá determinar cuántas plazas serían necesarias para hacerle frente a las funciones sobre el tema (…)”

 Por último, consecuente de lo expuesto en líneas anteriores, la Dirección de la Defensa Pública mediante oficio JEFDP-63-2019 del 5 de febrero, remite al Consejo Superior del Poder Judicial, lo dispuesto por esa Dirección, que de forma textual señala: 

“(…) los defensores públicos de materia agraria, quienes como parte de su labor profesional ya han tramitado caso de población indígena y que como parte de su  formación académica en una mayoría de casos ya han sido capacitados en materia indígena por estudios universitarios de especialidad, asuman la representación de la población indígena en materia contenciosa administrativa,  lo cual, ante la carencia de recursos que enfrenta la institución, se solicita sea avalado por este Consejo Superior en su condición de superior administrativo (…)”

Además, referente a la representación de personas usuarias en materia Contencioso Administrativo y de conformidad con los artículos 150, 152 y 155 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se solicita: 

“(…) autorizar al Dr. Roberto Montero García, Defensor Público Supervisor, que ocupa la plaza extraordinaria número 378653, destinada a la atención de las funciones relativas al Sistema de Seguimiento de Casos, para que como recargo asuma en codefensa con las y los defensores públicos agrarios la representación de las personas usuarias que requieran de servicios contenciosos administrativos (…)”
Mediante oficio 2339-19 del 6 de marzo de 2019 la Secretaría de la Corte, se transcribe el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero, que literalmente dice: 

“Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar al doctor Roberto Montero García, Defensor Público Supervisor, para que como recargo asuma en codefensa con las y los defensores públicos agrarios la representación de las personas usuarias que requieran de servicios contenciosos administrativos; además, la defensa de los dos funcionarios de Gestión Humana que deben ser representados y que a su vez funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder  asumir con responsabilidad  la competencia creada en la  Ley N°9530.”
Por otra parte, es relevante hacer mención que mediante informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación sobre el Impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de Ley denominado “Código Procesal de Familia”, se analizó lo referente a la Defensa Pública en la atención de asuntos en materia de Familia, Violencia Doméstica y Pensión Alimentaria; donde, se consideró entre otros asuntos crear un total de 33 plazas de Defensor Público para la defensa de la parte acto en asuntos de Pensión Alimentaria. El citado informe fue conocido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 43-17, del 5 de mayo del 2017, artículo XXIV y por Corte Plena en sesión 16-2017, del 1 de junio del 2017, artículo II, durante las sesiones de trabajo para analizar el proyecto del Presupuesto de Poder Judicial para el 2018, y se acordó lo siguiente: 

“Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se dispuso: Acoger la propuesta planteada por la magistrada Arias y el magistrado Salazar Alvarado, en consecuencia, los presupuestos actualizados de impacto de Justicia Restaurativa y de las Reformas Procesal de Familia y Agrario se conocerán en el momento en que sean Leyes de la República.”

El proyecto de Ley del “Código Procesal de Familia” fue aprobado en primer debate por la Asamblea Legislativa el 6 de febrero 2018. 

En sesión 34-18 del 25 de abril de 2018 del Consejo Superior, se dispuso: 
“1) Aprobar el informe 33-PLA-MI-2018 presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, de acuerdo al escenario planteado en la recomendación 5.1.2. 2) Siguiendo los lineamientos de la Corte Plena no se deberán incluir los recursos en el anteproyecto 2019 hasta que se apruebe la Reforma Legal como Ley de la República” (la negrita no es original del texto).
Por último; mediante oficio 446-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, del 28 de marzo de 2019, se puso en conocimiento el preliminar de este informe al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, y a la Máster Diana Montero Montero, Directora a.i. de la Dirección de la Defensa Pública.

Las observaciones están contenidas  en el apéndice 8 de este informe, donde se analizan de manera desagregada las observaciones realizadas al contenido del informe. 

	II. JUSTIFICACIÓN
	El siguiente informe responde a la solicitud del análisis de los aspectos que implica el cambio de entrada en vigencia de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas; así como, al análisis del impacto de patrocinio letrado de los servidores judiciales legalmente encomendados a la Dirección de la Defensa Pública en materia Contenciosa Administrativa.

	III. METOLOGÍA DE TRABAJO
	A continuación, se detallan las principales actividades realizadas:

En cumplimiento con lo indicado en el oficio 10880-18 del 22 de agosto, de la Secretaría General de la Corte, donde  se acoge la solicitud presentada por la Dirección de la Defensa Pública según oficio JEFDP-1123-2018 , mediante oficio 1316-PLA-2018, con fecha del 29 de octubre de 2018 se transcribe el informe 306-MI-18, de la Dirección de Planificación, donde se solicita a la Dirección de la Defensa Pública los listados, cuadros estadísticos, informes y/o cualquier estudio que contenga toda la información a nivel nacional de las diferentes poblaciones indígenas que han solicitado atención por parte de la Defensa Pública, para el periodo 2015-2018 (con corte a septiembre 2018). Ante lo cual, se facilita por parte de esa Dirección los cuadros de la cantidad de personas indígenas que se atienden por cada Oficina a nivel nacional.

Seguidamente, mediante correo electrónico, del 25 de enero del 2018, se solicitó a la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas, la información estadística de la cantidad de asuntos entrados, terminados y activos al finalizar el período 2018, con la finalidad de analizar el comportamiento de la atención de los asuntos a nivel nacional. 

Aunado a lo anterior, con base en el insumo proporcionado por el Tribunal Contencioso Administrativo a la Supervisora de Personas Indígenas, se procede a determinar la cantidad de asuntos en los que intervienen personas indígenas.

Posteriormente, se consulta al Tribunal Contencioso Administrativo un listado de la cantidad de procesos que lleva el Tribunal, donde figura como interviniente un servidor judicial. Ante lo cual el Tribunal procedió a generar un reporte a la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, los cuales indican que, a la fecha el sistema presenta la limitante de identificar la cantidad de expedientes donde figure como interviniente un Servidor Judicial en un proceso Contencioso Administrativo. En correo del 1 de marzo de 2019, el cual se adjunta en el Apéndice: “Caso RF-401104-2-177115” se muestra el detalle. 
Se procedió analizar la carga de trabajo de las plazas de Defensor Público en materia Agraria, para lo que se solicitó los datos estadísticos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la Dirección de la Defensa Pública. Además, se solicitó el criterio sobre la cuota de circulante por plaza de Defensor Público al Lic. Mario Alberto Rosales, Coordinador a.i. Unidad Agraria de la Dirección de la Defensa Pública. 
Además, se analiza la cantidad de asuntos activos en materia de asuntos de Pensión Alimentaria donde se consideró los datos estadísticos de la Dirección de la Defensa Pública, y las observaciones contenidas en el oficio JEFDP-292-2019 del 4 de abril de 2019, por parte de la Licda. Sandra Mora Venegas, Defensora Supervisora, especialista en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica. 

Seguido, se consultó a Unidad de Capacitación de la Defensa Pública sobre los lineamientos establecidos por parte de la Dirección de la Defensa Pública para cubrir el tema de capacitación del personal de la Defensa Pública sobre materia Contenciosa Administrativa donde intervenga población indígena y servidores judiciales.

Por último, en sesión del 18 de enero de 2019 se recibió una capacitación a cargo de la Licda. Damaris Vargas Vásquez sobre los cambios que plantea el Código Procesal Agrario (CPA); en la cual se expone por parte del Lic. Frank Álvarez Hernández, quien figuraba en su momento como Defensor Coordinador a.i. de la materia Agraria, el tema sobre el impacto que tendría la Ley CPA a nivel de la Defensa Pública, específicamente sobre la Unidad Agraria; así como,  de la nueva competencia de aquellos asuntos indígenas en materia Contenciosa Administrativa, la cual será asumida por la Unidad en mención.

	IV. INFORMACIÓN RELEVANTE
	A. Atención de asuntos activos, con intervención de personas usuarias indígenas
Como parte del proceso de la recopilación de datos estadísticos, relacionados con el acceso a la justicia a pueblos indígenas, se solicitó a la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas, la información estadística de la cantidad de asuntos entrados, terminados y activos al finalizar el período 2018.

Dentro de la información recopilada, se suministró por parte de la Defensa Pública, el dato de la cantidad de usuarios indígenas; así como, la cantidad de procesos activos (circulante) por cada Oficina, en donde figura como interviniente una persona indígena. En el siguiente cuadro, se detalla de forma desagregada la cantidad de usuarios y procesos activos a nivel nacional, a diciembre de 2018.
Cuadro 1.

Defensa Pública. Relación de causas activas y personas usuarias indígenas a nivel nacional, a diciembre de 2018

Materia

Total, de causas*1
Total, de usuarios*2
Total 
1 595
1 708
Penal 

960

1 055

Agrario 

193

212

Pensión Alimentaria

376

375

Laboral

66

66

Total, de causas *1: Cantidad de procesos, donde figure una o más personas indígenas como interviniente.

Total, de usuarios*2: Persona usuaria indígena.

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Dirección de la Defensa Pública. 

En el caso de la materia de Pensión Alimentaria y de Laboral la relación del total de causas y personas usuarias indígenas, se denota una relación de uno a uno; es decir, una causa por cada persona usuaria. 
En tanto, en materia Penal y Agraria se presenta la particularidad de que por cada proceso que se establece, la defensa técnica puede incluir uno o más intervinientes por causa (1,1 aproximadamente); sea una relación mayor de intervinientes que del total de causas, en este particular la materia Penal presenta 95 (9,89%) usuarios más que el total de 960 causas, y en materia Agraria presenta 19 (9,84%) intervinientes más que el total de 193 causas activas. 

En el caso específico, de la cantidad de causas activas que forman parte del circulante, según la información facilitada se mantiene a nivel nacional de la Defensa Pública un total de 1 595 causas donde figura una o más personas indígenas como intervinientes. En el siguiente gráfico, se detalla la desegregación por materias. 

Gráfico 1.

Defensa Pública. Desagregación del circulante por materia, a diciembre 2018
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Total, de Circulante: Cantidad de procesos, donde figure una o más personas indígenas como interviniente.
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Dirección de la Defensa Pública. 

Del total de las 1 595 causas que conforman el circulante de la Defensa Pública a nivel nacional, 960 (60%) procesos corresponden a materia Penal, y en el caso de Pensión Alimentaria un total de 376 causas representan el 24%. En tanto, la materia de Agraria y Laboral, corresponden 193 (12%) y 66 (4%) causas en ese orden respectivo.

A nivel de las Oficinas de la Defensa Pública, aproximadamente el 82% (1 303) de las causas donde una persona indígena figura como interviniente, se centraliza en la Defensa Pública de Bribrí, Buenos Aires, Turrialba, Limón y Coto Brus; el restante 18% (292) de los procesos se distribuyen entre las demás oficinas a nivel nacional. En el siguiente cuadro, se muestra el detalle.

Cuadro 2.

Defensa Pública. Desegregación del Circulante por Oficina donde figura una persona indígena, a diciembre de 2018

Materias 

Penal

Agrario

Pensión

Alimentaria

Laboral

Total, de

causas activas*1
Defensa Pública de Bribrí
378

0

248

9

635

Defensa Pública de Buenos Aires 

234

57

75

18

384

Defensa Pública de Turrialba

97

2

19

0

118

Defensa Pública de Limón

44

19

9

14

86

Defensa Pública de Coto Brus 

79

0

0

1

80

Total, de causas de las cinco Oficinas

832

78

351

42

1303

Otras oficinas *2
128

115

25

24

292

Total, de causas a nivel nacional

960

193

376

66

1595

Total, de causas activas *1: Cantidad de procesos, donde figure una o más personas indígenas como interviniente.
Otras Oficinas*2: Oficinas de la Defensa Pública a nivel nacional, que tiene un circulante total de causas activas inferior a los 80 asuntos.

 Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Dirección de la Defensa Pública. 
Del total de 1303 asuntos activos del circulante que mantienen entre la Defensa Pública de Bribrí (635), Buenos Aires (384), Turrialba (118), Limón (86) y Coto Brus (80), se denota la constante de que, la materia Penal tiene la mayor de cantidad de asuntos activos con un total de 832 (64%) procesos, seguido de Pensión Alimentaria con 351 (27%) causas. En tanto, la materia Agrario mantiene un circulante de 78 (6%) asuntos. 
Relevante hacer mención que, según lo expuesto por la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas de la Dirección de la Defensa Pública, a partir de la promulgación de la Ley  9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas; y de una manera muy proactiva por parte de la Defensa Pública, los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, los asuntos de Contencioso Administrativo de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Agrario, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. 

Además, señala que dentro del análisis de los procesos que consideren población indígena, a parte de la cantidad de personas usuarias y cantidad de causas, debe contemplarse factores cualitativos tales como, la calidad de atención a partir de un acceso de justicia efectivo, y reconocer las necesidades de atención diferenciada; respetando las distancias, las condiciones de pobreza, medios de transporte, los horarios de visitas en situ, idiomas; así como, las pericias culturales.
Relevante resaltar que, para la atención de aquellos asuntos ordinarios de la materia de Penal y Pensión Alimentaria, en los cuales; además, forma parte del circulante activo asuntos con intervinientes de asuntos indígenas, las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí, Buenos Aires, Turrialba, Limón y Coto Brus mantiene la siguiente estructura: 

 Cuadro 3.

Defensa Pública. Estructura para la atención de asuntos en materia Penal y Pensión Alimentaria, de las Oficinas que atienden asuntos indígenas, a marzo de 2019
Cantidad de recurso Defensor por materia 

Penal

Pensión Alimentaria
Apoyo en Pensión Alimentaria

Defensa Pública de Bribrí
3
1
1 (1)
Defensa Pública de Buenos Aires 

2
0
1 (2)
Defensa Pública de Turrialba

4
1
-
Defensa Pública de Limón

11
3 (3)
-
Defensa Pública de Coto Brus 

2
-
.
(1) Recurso de apoyo de Pensión Alimentaria, de la Defensa Pública de Limón para la defensa de la parte demandada en asuntos indígenas.

(2) Recurso de apoyo de Pensión Alimentaria, de la Defensa Pública de Pérez Zeledón que atiende asunto los martes y miércoles en la Oficina de Buenos Aires.

(3) Se brinda apoyo con un recurso Defensor Público a la semana, a las oficinas de la Defensa Pública de Bataán y Buenos Aires. 

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos suministrados por las Oficinas de la Defensa Pública.

Por otra parte, se destaca que en el caso específico de las oficinas de la Defensa Pública de Bribrí, Buenos Aires, y Limón dentro las propuestas de reforzamiento de recurso humano establecido por la Dirección de la Defensa Pública, producto del proyecto Mejora Integral del Proceso Penal: Inventario de expedientes (arqueo) en la Defensa Pública, se consideró trasladar recurso Defensor Público, para el fortalecimiento de la estructura que atiende materia Penal. En Apéndice: Minuta 48-PLA-MI-MNTA-2019 se muestra el detalle.
En razón a lo anterior, de aprobarse la estructura para la atención de materia Penal quedaría de la siguiente manera: 

· Defensa Pública de Bribrí, con un total de cuatro recursos de Defensor Público.

· Defensa Pública de Buenos Aires con un total con un total de cuatro recursos de Defensor Público. 
· Defensa Pública de Limón, con un total de doce recursos de Defensor Público.  
B. Atención de asuntos Contenciosos Administrativo
1.   Personas usuarias indígenas 

En consulta realizada por parte de la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas de la Dirección de la Defensa Pública, al Tribunal Contencioso Administrativo sobre la cantidad de asuntos en los que intervienen personas indígenas, se señala de forma textual en correo electrónico del 11 de enero de 2019, por parte de la Licda. Ileana Sánchez Navarro, Jueza Coordinadora del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda: 

“(…) Respecto de los asuntos en los que intervienen personas indígenas, únicamente es posible constatar esa condición cuando participan en asociaciones u organizaciones que la revelen, o bien en las ocasiones en las que ello se indica expresamente al presentar algún documento (en la demanda o contestación, por ejemplo).  En caso de que la persona intervenga en su condición personal o sin representación por parte de alguna organización indígena, y no haya indicado esa condición de persona indígena, no tenemos como identificar esa circunstancia. De este modo, le adjunto un archivo en el que, con las limitaciones indicadas, constan los asuntos en que intervienen personas indígenas, sin que dicha enunciación pretenda ser exhaustiva por las razones dichas.” 
En razón de lo anterior, se procede al análisis del archivo suministrado entendiendo las observaciones señaladas por la coordinación del Tribunal, donde se registra un total de 240
 números de expediente considerados del período a enero de 2010 a enero 2019; de los cuales en un total de 147 (32,50%) expedientes forma parte como interviniente la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas; mientras tanto, en 78 (61,25%) expedientes Asociaciones de Desarrollo Integral de Territorios Indígenas, el restante de los 15 (6,25%) expedientes forma como parte demandada (interviniente) otras Fundaciones, Consejos y/o Juntas. 

Por otra parte, en análisis de la data total de los 240 números de expedientes, se procedió a filtrar aquellos números de expediente donde forma como parte interviniente dos o más intervinientes, identificándose un total de 166 números de expedientes. 
Una vez, realizada la identificación de aquellos números de expedientes con dos o más intervinientes, se extrajo la identificó del total de 74 procesos, en los cuales forma parte demandada (interviniente) una determinada Comisión, Asociación y/o una Fundación. 

Cuadro 4.

Cantidad de procesos Contenciosos Administrativos, en los que intervienen personas indígenas, a enero de 2019

Período

Expedientes

Total
74
2010

1

2014

5

2015

10
2016

10

2017

12

2018

33

2019

3

 Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados del Tribunal Contenciosos Administrativo y Civil de Hacienda. 

Aunado a lo anterior, se procede a detallar la desagregación de los expedientes activos en el Tribunal Contenciosos Administrativo por cada parte interviniente: 

Cuadro 5.

Cantidad de procesos Contenciosos Administrativos, desagregado por partes intervinientes, a enero de 2019
Parte (interviniente) 

2010

2014

2015

2016

2017

2018

2019

Total general

Total, general

1

5

10

10

12

33

3

74

Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI)-

 

3

5

6

12

26

3

55

Fundación Humanista para el Desarrollo Indígena-

1

2

4

2

 

 

 

9

Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Salitre

 

 

 

2

 

1

 

3

Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena de kekoldi-

 

 

 

 

 

2

 

2

Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Guatuso de Alajuela-

 

 

 

 

 

1

 

1

Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Térraba

 

 

 

 

 

1

 

1

Asociación de Desarrollo Integral del Territorio Indígena de Guatuso

 

 

 

 

 

1

 

1

Comunidad Indígena Cabécar de Talamanca

 

 

1

 

 

 

 

1

Santuario Indígena S.A.

 

 

 

 

 

1

 

1

Nota: Se estima una entrada promedio de un expediente al mes.
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados del Tribunal Contenciosos Administrativo y Civil de Hacienda. 

En este partícular, tal como se hizo mención en líneas anteriores, únicamente se identifica la intervención de personas indígenas cuando participan en asociaciones u organizaciones; es decir, la cantidad de asuntos donde se participa como parte demandada o actora sin la representación de una asoción y/u organización presenta una limitante estadísitica en los sistemas actuales, para determinar la cantidad de asuntos Contenciosos Administrativos donde intervinen personas indígenas y así estimar la proyección de la demanda del proceso. 

Por otra parte, es relavante destacar que, mediante oficio 1-TCA-2019 del 24 de enero de 2019 del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, se presentó la solicitud de Defensor Público en 21 procesos en los que figura como interviene la Asociación de Desarrollo Intengral de la Reserva Indígena Kekoldi.

En tanto, mediante oficio JEFDP-63-2019, del 5 de febrero de 2019 de la Dirección de la Defensa Pública, esa Dirección dispuso textualmente: 

“(…) la Jefatura a.i. de la Defensa Pública ha dispuesto que los defensores públicos de materia agraria, quienes como parte de su labor profesional ya han tramitados caso de población indígena y que como parte de su formación académica en una mayoría de casos ya han sido capacitados en materia indígena por estudios universitarios de especialidad, asuman la representación de la población indígena en materia contenciosa administrativa (…)”

En razón de lo anterior, según el registro facilitado por la Licda. Ligia Jiménez Zamora, Supervisora de Personas Indígenas de la Defensa Pública, se asignan las 21 causas de Contencioso Administrativo al circulante de materia Agraria de la Defensa Pública de San José. Además, se registra una causa Contenciosa Administrativa, que forma parte del circulante agrario de la Defensa Pública de Buenos Aires.

A nivel nacional la Defensa Pública mantiene un total de 22 causas activas donde figura como interviniente una persona o más personas indigenas en un procesos Contenciso Administrativo.  
2. Personas usuarias servidoras judiciales 

En atención, al impacto de patrocinio de letrados de los servidores judiciales legalmente encomendados a la Dirección de la Defensa Pública en materia Contenciosa Administrativa; se procedió a solicitar al Tribunal Contencioso Administrativo un listado de la cantidad de procesos que lleva el Tribunal, donde figura como interviniente un servidor judicial. 

En razón de lo solicitado, el Tribunal Contencioso Administrativo presentó un reporte de la información requerida a la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, los cuales indican que, a la fecha el sistema presenta la limitante de identificar la cantidad de expedientes donde figure como interviniente un Servidor Judicial en un proceso Contencioso Administrativo, dado a que, en las bases de datos, no existe un dato que haga referencia de ese tipo de intervinientes. En el Apéndice: Caso RF-401104-2-177115 se muestra el detalle.

En virtud de lo anterior, resulta materialmente imposible proyectar la demanda del servicio profesional, para ejercer la defensa técnica de las y los servidores judiciales. En tanto, se considera necesario solicitar la mejora a nivel del Sistema de Gestión a la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación con la finalidad de recopilar el insumo de la cantidad de asuntos donde figure como intervinientes servidores judiciales, para las proyecciones de demanda del proceso.

El Consejo Superior, en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero del 2019, artículo XXVII dispuso que se debía brindar patrocinio letrado a dos personas funcionarias judiciales de la Dirección de Gestión Humana que fueron llevados ante Tribunal Contencioso por situaciones propias del cargo. 

La Dirección de la Defensa Pública, mediante oficio JEFDP-63-2019 del 5 de febrero de 2019 solicita ante el Consejo Superior del Poder Judicial, autorizar al Dr. Roberto Montero García, Defensor Público Supervisor, para que como recargo asuma en co-defensa con las y los defensores públicos agrarios la representación de las personas usuarias que requieran de servicios contenciosos administrativos. Además, que asuma la defensa de los dos funcionarios de Gestión Humana que deben ser representados. 
Es relevante destacar que en el contenido del informe, remitido en Oficio 391-PLA-EV-2019 del 25 de marzo de 2019 de la Dirección de Planificación, sobre la evaluación del estudio de las tareas, cargas de trabajo y distribución de funciones del personal de la Secretaría Técnica de Género y Accesos a la Justicia se recomendó: 

“(…) Del análisis y seguimiento efectuado a las cargas de trabajo de los puestos de Defensora o Defensor Público, se recomienda mantener solo una de las dos plazas ordinarias, reconociendo la labor tan importante que desarrollan estas personas, sin embargo, se evidenció que estas labores pueden ser asumidas por uno de esos recursos.
De esta forma y a partir de labores conexas que viene desarrollando la Dirección de Planificación en la Defensa Pública, se considera oportuno reasignar esta plaza de Defensora o Defensor Público para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, para tender personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a  personas funcionarias judiciales que son denunciadas atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial (…)”
C. Atención de asuntos agrarios
Como parte del seguimiento al informe 20-PLA-OI-2018 de la Dirección de Planificación sobre la aprobación de las siete plazas extraordinarias asignadas para la atención de materia Agraria; así como, parte de la apertura de la competencia para la atención de asuntos Contenciosos Administrativos donde figura parte actora o demandada una o más personas indígenas, se procede a determinar el balance general de los procesos en materia Agraria a nivel nacional.
Gráfico 2.

Balance general, de los procesos de materia Agraria a nivel nacional de la Defensa Pública, de enero a diciembre*1 de 2018
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*1 Datos estadísticos del primer y segundo trimestre facilitados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, y el tercer trimestre por la Dirección de la Defensa Pública. En tanto el cuarto trimestre se realizó conforme una proyección de los tres trimestres de 2018.

 Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, y la Dirección de la Defensa Pública.

Referente a la materia Agraria, se denota que en el 2018 se terminaron a nivel nacional de las Oficinas de la Defensa Pública un total 1229 expedientes, del total de 1369 asuntos ingresados, lo que representa un rendimiento de productividad de aproximadamente un 89,8%, acumulando al circulante a nivel nacional 140 asuntos (9,2%). En tanto, en comparación de términos absolutos el circulante activo incrementó en aproximadamente en 192 (10,9%) asuntos en razón del circulante inicial del período.
Además, se realizó un comparativo de los asuntos terminados en los Juzgados Agrarios y la Unidad de la Defensa Agraria a nivel nacional. En el siguiente gráfico, se muestra el detalle. 

Gráfico 3.

Comparativo, de los asuntos terminados de los Juzgados Agrarios y la Unidad Agraria de la Defensa Pública, enero a diciembre de 2018
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Nota: El total de 2 769 asuntos terminados de los Juzgados Agrarios a nivel nacional, se desagregan en 1 507 asuntos con sentencia dictada, y los restantes 1 262 asuntos corresponden a terminados por otros motivos.
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, y la Dirección de la Defensa Pública.
El total de 1262 asuntos terminados por la Unidad Agraria de la Defensa Pública representa un 45,6% del total de 2 769 asuntos terminados en los Juzgados Agrarios a nivel nacional. El restante de 1 507 (54,4%) asuntos terminados pueden estar asociados a la representación de abogado particular; así como, causas que se presentaron ante los Juzgados Agrarios sin patrocinio letrado. 
Por otra parte, en consulta realizada el 5 de marzo de 2019 al Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i de la Unidad de Agrario sobre la cuota de circulante por plaza de Defensor Público Agrario a nivel nacional, señala que una cuota máxima que puede llevar un Defensor es de 150 a 180 procesos o expedientes, dado a la complejidad de la materia, por factores cualitativos como el tiempo de traslado, visitas previas a campo, atención de poblaciones vulnerables y la atención de contrapartes. En el Apéndice: correo sobre consulta de circulante agrario, se muestra el detalle. 

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 80-16 del 24 de agosto de 2016, artículo XXXIV acordó tener por rendido el estudio 1259-PLA-2016, de la Dirección de Planificación, sobre el informe final del Proyecto de Rediseño de Procesos del Juzgado Agrario de Cartago, donde se dispuso establecer dos juicios por semana por cada plaza de Jueza o Juez, donde en aquellos Juzgados Especializados en materia Agraria que contengan dos plazas de juezas o jueces, se estima una cuota de al menos 180 juicios al año. 

Por tanto, de suponer que cada juicio deba contener al menos un recurso Defensor Público, se considera como cuota de circulante un total de 180 asuntos por cada plaza de persona Defensora en materia agraria; lo cual se ajusta al criterio del Lic. Mario Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad de Agrario, el cual señala que cada plaza de Defensor puede llevar un total de 180 procesos o expedientes.

En este particular, con la finalidad de determinar la carga de trabajo por Oficina, en el siguiente cuadro se detalla el circulante y cantidad de asuntos entrados por recurso Defensor Público. 

Cuadro 6.

Relación de asuntos entrados y circulante por recurso Defensor Público, a diciembre*1 de 2018 
Oficinas de la Defensa Pública

Cantidad de Recurso Defensor

Total, de entrados anual

Entrada mensual, por Defensor

Circulante activo 

Circulante 
por Defensor

Promedio de entrada + Circulante

Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Atlántica (Limón)

2

115

5

356

178

190

Defensa Pública Santa Cruz

1

79

7

239

239

251

Defensa Pública II Circuito Judicial Alajuela  

1

85

8

161

161

173

Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Atlántica (Pococí)

1

88

8

155

155

167

Defensa Pública I Circuito Judicial Zona Sur  

1

44

4

139

139

151

Defensa Pública Buenos Aires

1

69

6

126

126

138

Defensa Pública Puntarenas

1

189

17

123

123

135

Defensa Pública Upala

1

41

4

112

112

124

Defensa Pública Cartago

1

108

10

95

95

107

Defensa Pública III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)  

1

131

12

94

94

106

Defensa Pública I Circuito Judicial Guanacaste (Liberia)

1

47

4

91

91

103

Defensa Pública Turrialba

1

64

6

78

78

90

Defensa Pública I Circuito Judicial Alajuela 

1

144

13

70

70

82

Defensa Pública San José

2*2
84

4

54

27

39

Defensa Pública II Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)

1

81

7

52

52

64

Total

17

1369

-

1944

-

-

Promedio Nacional 

-

-

12

-

116

128

*1 Datos estadísticos del primer y segundo trimestre facilitados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, y el tercer trimestre por la Dirección de la Defensa Pública. En tanto el cuarto trimestre se realizó conforme una proyección de los tres trimestres de 2018.

*2 Una plaza destacada en la Defensa Pública de Goicochea, y la otra plaza en San José que tiene el recargo de la Coordinación de la materia Agraria
Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, y la Dirección de la Defensa Pública.

En análisis de los datos proyectados de la Defensa Pública en materia Agraria, se estima una entrada promedio de 12 asuntos por recurso Defensor Público a nivel nacional; así como, un circulante promedio de 116 asuntos por cada plaza de Defensor.

De considerar la entrada promedio de 12 asuntos a nivel nacional más el circulante por cada plaza a diciembre de 2018, se estima un circulante proyectado de aproximadamente 128 asuntos por cada recurso Defensor Público; estando por debajo en 52 (28,8%) procesos de la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por cada plaza de Defensora o Defensor Público.

Es relevante destacar que, con la estructura actual que considera las siete plazas extraordinarias de Defensor Público, ha permitido ubicar una plaza por cada Oficina de la Defensa, para cubrir la demanda ordinaria y el tema de intereses contrapuestos. 

En línea de lo expuesto, y en consideración de la carga de trabajo de los recursos defensores a nivel nacional, se recomienda que las plazas de Agrario asuman como carga ordinaria aquellos asuntos en materia Contenciosa Administrativa donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Tal y como lo dispuso la Dirección de la Defensa Pública.
Por consiguiente, con la finalidad de dar sostenibilidad al plan de trabajo propuesto, se recomienda establecer de forma ordinaria las siete plazas extraordinarias de Defensor Público, con la finalidad de mantener la estructura actual de agrario, y dar atención a los asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como interviniente uno o más personas indígenas. 
En este caso, se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública que, en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” se valore la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asignen asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.

Por otra parte, para aquellos asuntos donde se asigne legalmente a la Defensa Pública el patrocinio de defensa técnica para servidores judiciales en procesos Contenciosos Administrativos, se dotará de una plaza ordinaria de persona Defensora para la atención de los asuntos, en caso de aprobarse el estudio presentado al Consejo Superior. 
Además, este recurso también asumirá la defensa técnica en asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como intervinientes personas indígenas; así como, los asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de este programa. 
Esta plaza de recurso Defensor Público, proviene del estudio de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia resultante del estudio realizado por parte de la Dirección de Planificación bajo el Oficio 391-PLA-EV-2019, del 25 de marzo de 2019, en el cual se recomendó:

“(…) Del análisis y seguimiento efectuado a las cargas de trabajo de los puestos de Defensora o Defensor Público, se recomienda mantener solo una de las dos plazas ordinarias, reconociendo la labor tan importante que desarrollan estas personas, sin embargo, se evidenció que estas labores pueden ser asumidas por uno de esos recursos.
De esta forma y a partir de labores conexas que viene desarrollando la Dirección de Planificación en la Defensa Pública, se considera oportuno reasignar esta plaza de Defensora o Defensor Público para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, para tender personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a  personas funcionarias judiciales que son denunciadas atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial (…)”
Dicho estudio esta para conocimiento del Consejo Superior.
D. Atención de asuntos de Pensión Alimentaria
Como se hizo mención, en líneas anteriores del total de 1 595 causas activas que conforman el circulante de la Defensa Pública, donde figura una o más personas indígenas como intervinientes, un total de 376 (24%) causas representan asuntos de materia de Pensión Alimentaria.
En el siguiente gráfico, se muestra la desagregación de los asuntos activos por Oficina, donde figura una o más personas indígenas como intervinientes. 
Gráfico 4.

Defensa Pública. Desagregación del circulante de Pensión Alimentaria por Oficina, a diciembre 2018
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Otros*: Del total de los 25 asuntos, se centralizan entre las oficinas de Corredores (9), Cartago (7) Nicoya (4) Pérez Zeledón (2), Nicoya (2) y Bataán (1).

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por la Dirección de la Defensa Pública. 

En vista de que, del total de 376 asuntos de Pensión Alimentaria donde figure como interviniente una o más personas indígenas, se centralizan 323 (88,6%) procesos entre la Oficina de Bribrí (248) y Buenos Aires (75), se procede analizar la carga ordinaria, en razón a los asuntos entrados, y circulante activo.
 Cuadro 7.Defensa Pública. Relación de asuntos entrados y circulante activo, a diciembre 2018.
Oficina
Escenario Actual 

Escenario Propuesto
Cantidad de Recurso Defensor

Total, de entrados anual

Entrada mensual, por Defensor 

Circulante activo

Cantidad de Recurso Defensor 

Entrada mensual, por Defensor 

Circulante por Defensor

Defensa Pública Buenos Aires

1*
219

19

362

1

19

362

Defensa Pública Bribrí
1

519

46

248

2

23

124

Nota*: Una plaza de Familia de la Defensa Pública de Pérez Zeledón, atiende los asuntos de Pensión Alimentaria de la Oficina de Buenos Aires, dos veces por semana.

Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, de la Dirección de Planificación con datos facilitados por el Subproceso de Estadística de esa Dirección. 
Según información, facilitada por la Licda. Sandra Mora Venegas, Supervisora en Pensiones Alimentarias de la Defensa Pública, para la atención de las Oficinas en mención, se mantiene a la fecha la siguiente distribución de recurso Defensor Público.
· Defensa Pública de Buenos Aires:

 Una plaza de Defensor Público de la Oficina de Pérez Zeledón, se desplaza los martes y miércoles a la zona de Buenos Aires, para atender los asuntos en materia de Pensión Alimentaria. El tiempo de traslado de ida y regreso entre una Oficina a otra es de aproximadamente de dos horas. 
· Defensa Pública de Bribrí: 
Cuenta con una plaza de Defensor Público. En los casos donde figure una persona indígena como parte demandada, son atendidos por una plaza de Defensor Público de Limón los miércoles de cada semana.
Aunado a lo anterior, es relevante resaltar que la Defensa Pública de Limón, a parte de la colaboración facilitada a Bribrí; además, colabora con un recurso de Defensor Público cada 15 días para asistir el Valle de la Estrella, y con otro recurso se apoya en la toma de demanda de la Defensa Pública de Matina los lunes de cada semana.

En razón a lo expuesto, y en consideración de factores cualitativos tales como, la calidad de atención a partir de un acceso de justicia efectivo, y reconocer las necesidades de atención diferenciada, se propone establecer una plaza de Defensor Público con la modalidad a tiempo completo, el cual se estima que tendrá una entrada mensual de 19 asuntos de Pensión Alimentaria; además, asumirá la competencia de asuntos de Familia. En el caso de existir intereses contrapuestos, se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública, disponer del recurso de la plaza de Defensor Público proveniente de la Oficina de Pérez Zeledón. 
Por otra parte, a nivel de la Defensa Pública de Bribrí se propone reforzar la estructura actual con un recurso adicional de Defensor Público, quedando una entrada mensual de 23 asuntos de Pensión Alimentaria, y un circulante de 124 activos por cada plaza de Defensor Público. En este particular, de contar con dos plazas de Pensión Alimentaria se tendrá la capacidad de atender los asuntos de intereses contrapuestos; de manera que la plaza de la Defensa Pública de Limón, que brinda la colaboración los miércoles de cada semana, se podrá avocar a asuntos propios de la Oficina de Limón.
Ahora bien, se recomienda que en el caso de que la carga de trabajo no alcance, para las personas defensoras públicas asignadas a la atención de pensión Alimentaria de las Oficinas de Bribrí y Buenos Aires, se le asignen asuntos de materia Penal; siempre, en el entendido de que será predominante la atención de asuntos de Pensión Alimentaria.
Además, se recomienda mantener la dinámica planteada por la Dirección de la Defensa Pública, a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, donde los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal.
Por último, en el siguiente gráfico se muestra el análisis del circulante activo de los Juzgados Contravencionales y Menor Cuantía de Buenos Aires y Bribrí, en relación con el circulante activo de las oficinas de la Defensa Pública en mención.
Gráfico 5.

Defensa Pública. Análisis del circulante activo de los Juzgados Contravencionales y Menor Cuantía, en relación con las Oficinas de la Defensa Pública de Buenos Aires y Bribrí, a diciembre de 2018.
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Fuente: Subproceso de Modernización Institucional, con datos facilitados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y de la Dirección de la Defensa Pública.
Del total de 676 causas activas que conforman el circulante del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía Bribrí, un total de 248 (37%) causas tienen representación de la Defensa Pública de Bribrí. En tanto, el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Buenos Aires mantiene un total de 1027 causas activas, de las cuales 362 (35%) causas mantiene representación técnica de la Defensa Pública de Buenos Aires. 
E. Contenido presupuestario

1. Contenido presupuestario en materia Agraria

En el siguiente cuadro, se detalla el costo estimado de las siete plazas extraordinarias de Defensor Público en condición ordinarias, las cuales asumirán como parte de la carga de trabajo ordinaria la atención de los asuntos Contenciosos Administrativos que figure como parte actora o demanda una o más personas indígenas. 

Cuadro 8.

Programa 930. Servicio Jurisdiccional. Estimación del costo estimado para el 2020, siete plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Agraria a recursos ordinarios.
Despacho

Cantidad

Tipo de plaza

Condición actual

Recomendación

Período

Costo Estimado*1
Unidad Agraria de la Dirección de la Defensa Pública

7

Defensor Público

Extraordinaria

Ordinaria

12 meses

₡379.827.000
*1 Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2020 es de ₡54.261.000

Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación.

En tanto, a nivel de capacitación del recurso de Defensor Público, en tema de Capacitación de Contencioso Administrativo de población indígena y servidores judiciales, se consultó vía telefónica el 8 de marzo de 2019, al Lic. Juan Carlos Morales Jiménez, que en su momento fungía como Jefe de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, sobre los lineamientos dispuestos en capacitación para el presupuesto de 2020, el cual señaló que: 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente población indígena

La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, ha venido realizando capacitaciones a lo interno del programa, sin costos adicionales, en el tema de sustituciones y/o permisos ante el Consejo Superior del Poder Judicial. 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente servidores judiciales

Actualmente, se encuentra en coordinando con la Dirección de la Escuela Judicial, donde en una etapa preliminar se considera formular un módulo bimodal en el tema Contencioso Administrativo en coordinación con el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, donde se incluirá el personal Defensor Agrario y Disciplinario; aun así, a la fecha no se tiene un plan de capacitación para el 2020.

En este particular, cabe señalar que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero de 2019, autorizó para el Dr. Roberto Montero García, Defensor Supervisor funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder asumir con responsabilidad la competencia creada

Siendo así, se denota que la Dirección de la Defensa Pública asumiría el requerimiento de capacitación de Contenciosos Administrativo, donde se considera como población meta las personas Defensoras de Agrario y Disciplinarios con el mismo recurso ordinario asignado a esa Dirección. En el Apéndice: “Consulta de Capacitación (Contencioso Administrativo)” se muestra el reforzamiento de lo expuesto en líneas anteriores. 
2. Contenido presupuestario en materia de Pensión Alimentaria

En el siguiente cuadro, se detalla el costo estimado de las dos plazas extraordinarias de Defensor Público, las cuales asumirán como parte de la carga de trabajo ordinaria la atención de los asuntos de Pensión Alimentaria donde figure como parte actora o demanda una o más personas indígenas. Además, se estima el costo estimado del mobiliario y equipo a asignar a las plazas en mención. 
Cuadro 9.

Programa 930. Servicio Jurisdiccional. Estimación del costo estimado para el 2020, dos plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Pensión Alimentaria.
Despacho

Cantidad

Tipo de plaza

Condición actual

Recomendación

Período

Costo Estimado

Unidad de Pensión Alimentaria de la Dirección de la Defensa Pública

2
Defensor Público

-
Extraordinaria

12 meses

₡108.522.000
Costo estimado para el 2020, del mobiliario y equipo a asignar a las dos plazas profesionales extraordinarias de Defensor Público
₡1.844.809

Costo estimado total, de las dos plazas con la asignación de mobiliario y equipo

₡110.366.809

Nota (1): Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2020 es de ₡54.261.000
Nota (2): Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2020 es de ₡1.844.809
Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación
Este recurso quedará sujeto a valoración, de las cargas de trabajo de la Oficina, para determinar la continuidad para el 2021. En relación a los recursos que se requieren para completar la cobertura a nivel nacional de la materia de pensiones se ratifica la necesidad, sin embargo, esta deberá constar como parte de la extensión del servicio en pensiones y no en el impacto de este estudio que nos ocupa. 

	V. ELEMENTOS RESOLUTIVOS
	5.1. Sobre la atención de asuntos Contenciosos Administrativos donde figura como intervinientes una o más personas indígenas

Según la consulta realizada al Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; únicamente es posible identificar la intervención de personas indígenas cuando participan en asociaciones u organizaciones; es decir, la cantidad de asuntos donde se participa como parte demandada o actora sin la representación de una asoción y/u organización presenta una limitante estadísitica en los sistemas actuales, para determinar la cantidad de asuntos Contenciosos Administrativos donde intervinen personas indígenas y así estimar la proyección de la demanda del proceso. 

Aun así, mediante oficio 1-TCA-2019 del 24 de enero de 2019 del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, se presentó la solicitud de Defensor Público en 21 procesos en los que figura como interviene la Asociación de Desarrollo Intengral de la Reserva Indígena Kekoldi.

En razón de lo anterior, se analizó el circulante promedio de las plazas de las y los defensor públicos asignados a la Unidad Agraria de la Defensa Pública, donde se determinó que a nivel nacional se encuentra un circulante promedio de 128 asuntos por cada plaza de persona Defensora; es decir 52 (28,8%) procesos por debajo de la cuota establecida de 180 expedientes por cada plaza de Defensora o Defensor Público; por lo que, dado a la competencia y la estimación de cargas de trabajo, se consideró que dentro de carga de trabajo ordinaria de la Defensa Agraria se asumirá aquellos asuntos en materia Contenciosa Administrativa donde figure como parte actora o demanda una o más personas indígenas. 

5.2. Sobre la atención de asuntos Contenciosos Administrativos donde se asigne legalmente el patrocinio de defensa técnica a servidores judiciales

En atención del reporte “Caso RF-401104-2-177115” presentado a la Dirección de la Tecnología de la Información y la Comunicación, por parte del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; señala que, en las bases de datos, no existe un dato que haga referencia al tipo de interviniente “servidor judicial”. En virtud de lo anterior, resulta materialmente imposible proyectar la demanda del servicio profesional, para ejercer la defensa técnica de las y los servidores judiciales.

A pesar de, contar con la limitante de datos estadísticos, se dotará de una plaza de persona Defensora, para la atención de aquellos asuntos donde se asigne legalmente a la Defensa Pública el patrocinio de defensa técnica para servidores judiciales en asuntos del Contencioso Administrativo. Además, este recurso Defensor también dará atención de los asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como intervinientes personas indígenas; así como, los asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de este programa. 
5.3. Sobre la atención de asuntos de Pensión Alimentaria donde figura como intervinientes una o más personas indígenas

Resultante del análisis del circulante activo de 376 causas de Pensión Alimentaria, donde figura como interviniente una o más personas indígenas; se determinó que 323 (88,6%) procesos se centralizan entre la Oficina de la Defensa Pública de Bribrí (248) y Buenos Aires (75).

En razón a lo anterior, se consideró factores cuantitativos como la cantidad de asuntos entrados, y circulante activo por Oficina; así como, factores cualitativos, que permita brindar un acceso a la justica efectivo y de atención diferenciada. Por tanto, se dotará de dos plazas de persona Defensora, para la atención de asuntos de Pensión Alimentaria donde figure como parte actora o demanda una persona indígena.
5.4. Sobre la cuota de circulante por plaza de Defensor Público, de la Unidad Agrario de la Dirección de la Defensa Pública.

Se determinó que cada persona Defensora Pública, tiene la capacidad de sobrellevar una cuota de 180 asuntos de circulante, entre las cuales se considera la atención de asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. En el caso de aquellas plazas, donde la carga de trabajo no alcance la cuota establecida, se le asignará asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. 
5.5. Sobre la valoración de la reasignación de las plazas asignadas a la jurisdicción de Flagrancia para la atención de población indígena.

En atención del oficio 10473-18, del 9 de octubre de 2018, de la Secretaría General de la Corte, en el cual se remite el acuerdo del Consejo Superior, en sesión 87-18 del 4 de octubre, artículo LXXXIV donde se considera trasladar la gestión presentada por máster la Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio JEFDP-1244-2018 del 1 de octubre de 2018, la cual señala que: 
“Dentro del estudio que realiza la Dirección de Planificación sobre las cargas de trabajo de plazas asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se valore la posibilidad de que algunas de estas plazas sean reasignadas a la atención de la población indígena para garantizar su acceso a la justicia (…)”

Es importante destacar que, dentro del estudio realizado por la Dirección de Planificación bajo el oficio 330-PLA-OI-2019 sobre los Modelos de Atención en los Tribunales de Flagrancia a Nivel Nacional se determinó que, de aprobarse el plan de trabajo propuesto en el contenido del informe en mención, las plazas de Defensora o Defensor Público asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se distribuirían según los planes y necesidades de los Tribunales de Flagrancias y de las Fiscalías otorgando apoyo en atención de materia ordinaria. Dicho estudio esta para conocimiento del Consejo Superior y Corte Plena. Será una vez aprobado dicho informe y con el seguimiento respectivo que se podría valorar nuevamente la propuesta de la Defensa Pública con la finalidad de valorar la distribución de las nuevas cargas de trabajo indicadas. 

Lo anterior, se incorpora en la sección de antecedentes contenida en el informe, como parte de la atención de las observaciones realizadas al oficio 446-PLA-MI-2019 por parte de la Dirección de la Defensa Pública. 

	VI. RECOMENDACIONES
	                                    Al Consejo Superior
6.1 Cambiar a condición ordinaria las siete plazas extraordinarias de Defensora o Defensor Público que mantiene asignadas a la fecha la Unidad Agraria de la Defensa Pública, con el fin de dar sostenibilidad al plan de trabajo propuesto en este informe, ya que se determinó que con la estructura actual de esta Unidad de la Defensa Pública, donde se mantiene una plaza de persona Defensora por Oficina que cubre el tema de interés contrapuestos; además, según las cargas de trabajo, se tiene la capacidad de asumir la defensa técnica de aquellos asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. El costo estimado para el 2020 es:

Cuadro10.

Programa 930. Servicio Jurisdiccional. Estimación del costo estimado para el 2020, siete plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Agraria a recursos ordinarios.
Despacho

Cantidad

Tipo de plaza

Condición actual

Recomendación

Período

Costo Estimado*1
Unidad Agraria de la Dirección de la Defensa Pública

7

Defensor Público

Extraordinaria

Ordinaria

12 meses

₡379.827.000
*1 Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2020 es de ₡54.261.000

Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación.
6.2 En caso de aprobar el informe 89-EV-2018-B, de la Dirección de Planificación, aprobar el traslado de una de las dos plazas ordinarias de persona Defensora Pública asignadas al Área de Hostigamientos Sexual de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, donde como parte del resultado del estudio del informe se recomendó a este Consejo Superior, que uno de los dos recursos asuma las labores ordinarias, y el otro recurso se  asigne a la Dirección de la Defensa Pública, para la atención de Asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como interviniente personas servidoras judiciales y/o personas indígenas; así como, los asuntos ordinarios donde intervenga como parte actora o demanda una o más personas indígenas, recordando que la Unidad de Género, también amplio su competencia llamándose Unidad de Genero y Acceso a la Justicia, por lo que con este aporte a la Dirección Defensa Pública se estaría respondiendo a las dos áreas de atención.
6.3 Incluir dentro del presupuesto de 2020, dos plazas de Defensor Público para la atención de asuntos de Pensión Alimentaria, con el fin de dar sostenibilidad al plan de trabajo propuesto en este informe; dado a que, al reforzar la estructura del recurso humano de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, se estaría en la capacidad de asumir la atención ordinaria donde figure como parte actora o demanda una persona indígena. El costo estimado para el 2020 es de: 

Cuadro 11.

Programa 930. Servicio Jurisdiccional. Estimación del costo estimado para el 2020, dos plazas extraordinarias de Defensor Público que atienden materia Pensión Alimentaria.
Despacho

Cantidad

Tipo de plaza

Condición actual

Recomendación

Período

Costo Estimado

Unidad de Pensión Alimentaria de la Dirección de la Defensa Pública

2
Defensor Público

-
Extraordinaria

12 meses

₡108.522.000
Costo estimado para el 2020, del mobiliario y equipo a asignar a las dos plazas extraordinarias de Defensor Público
₡1.844.809

Costo estimado total, de las dos plazas con la asignación de mobiliario y equipo

₡110.366.809

Nota (1): Costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2020 es de ₡54.261.000
Nota (2): Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2020 es de ₡1.844.809
Fuente: Modernización Institucional, con datos suministrados del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos de la Dirección de Planificación
                         A la Dirección de la Defensa Pública
6.4 Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.
6.5 Asignar asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos, esto en caso de que la carga de trabajo no alcance. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.
6.6 Comunicar bajo una circular interna de la Dirección de la Defensa Pública a las distintas Oficinas, la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 
6.7 Coordinar la respectiva capacitación a las personas defensoras públicas de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.
                        A la Dirección de Gestión Humana

6.8 Realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que  asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. 
6.9 Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de  la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita…., . Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas.
6.10 Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: 
· Disposición para realizar las diligencias in situ
·  Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc)
· Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.

6.11  Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad  de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que  las mismas puedan atender eventualmente  otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública.
A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación
6.12 Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. 

6.13 Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC)  y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. 
                          A la Dirección de la Planificación

6.14 Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, incorpore a la fórmula estadística de todas las materias, la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio.
6.15 En caso de que el Consejo Superior y la Corte Plena aprueben el Informe del plan de trabajo de  Flagrancia para atender asuntos ordinarios,  designar a la Sección de Evaluación para que tres  meses posterior a la entrada en vigencia de ese informe se valore nuevamente la propuesta de la Dirección de la Defensa Pública.


	VII. APÉNDICES
	Apéndice

Nombre

Documento

Apéndice 1

Caso RF-401104-2-177115

[image: image8.emf]Caso  RF-401104-2-177115.pdf


Apéndice 2

Correo sobre consulta de circulante agrario

[image: image9.emf]Correo sobre  consulta de circulante agrario.pdf


Apéndice 3
Correo sobre consulta de Capacitación (Contencioso Administrativo)

[image: image10.emf]Consulta de  capacitación (Contencioso Administrativo).pdf


Apéndice 4

Minuta 48-PLA-MI-MNTA-2019


[image: image11.emf]Propuesta de  distribución de recurso humano_1-mar-19_ Dirección de la Defensa Pública (48-19).doc


Apéndice 5

Oficio JEFDP-292-2019. Observaciones de la Dirección de la Defensa Pública sobre informe 446-PLA-MI-2019


[image: image12.emf]Oficio  JEFDP-292-2019.docx


Apéndice 6

Observaciones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia


[image: image13.emf]Audiencia de  Subcomisión de Acceso a la Justicia.docx


Apéndice 7

Observaciones de la Defensa Pública de Bribrí 


[image: image14.emf]4.2 RV AUDIENCIA A  SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS SOBRE GESTION DE LA DEFENSA PUBLICA DE BRIBRI.msg


Apéndice 8

Contestación sobre observaciones del Oficio 446-PLA-MI-2019

[image: image15.emf]Contestación sobre  observaciones del Oficio 446-PLA-MI-2019.docx





� Cada expediente tiene en promedio, de uno a dos intervinientes a nivel nacional.
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3/8/2019 Re: Solicitud de informacién - Christopher Zamora Solis

Re: Solicitud de informacion

Tribunal Contencioso Administrativo - Il Circuito Judicial de San José

vie 1/3/2019 19:11

para:Christopher Zamora Solis <czamoraso@Poder-Judicial.go.cr>;

Buenas Tardes

Companfiero, se adjunta respuesta de parte de los compafieros de informéatica donde nos indican que no es posible obtener esos datos.

Saludos
Detalle del caso Datos adicionales MNotas Adjuntos
Caen RE-401 104-2:4F 7115 Grupo de Especialistas
Goicoechea (II Circuito 517 - AD
Especialista
I cerrado Carlas Calderon Solera

0. Accesos vy Permisos

Servicio: 0. Permisos ¥ Accesos. Red.Gestidn de permisos
Autor: Katherine pamela Artavia Ortega

Compalfila; PODER JUDICIAL

Razdn: Se cierra el Tiquete por amisidn de encuesta

Encuestas Pendientes

Asunto: Solicitud de ayuda para obtener informacidn

Descripcidn Solucidn

De acuerdo a la peticidn que nos hace, cabe indicar que esta informacidn no es posible obtenerla desde la base de
datos, ya que no existe un dato que haga referencia a ese tipo de intervindientes.

Catlos

El 28/02/2019 a las 10:44, Christopher Zamora Solis escribio:
Buen dia compafiera Katherine Artavia,
Segun lo conversado, por favor me podria indicar el estado del reporte solicitado a

Tecnologia de la Informacién, para conocer la cantidad de expedientes que lleva el Tribunal
Contencioso donde figura como interviniente una persona servidora judicial.

Saludos,

https://outlook.office.com/owa/?ltemID=AAMKADdmMOTVIMWQ1LTY2MmYtNGQOYS1hNjNjLTM3ZTc2NjUyYmJIMQBGAAAAAADCoZmOWI%2bNTp7 ...
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Re: Solicitud de informacién - Christopher Zamora Solis

Ing. Christopher Zamora Solis

Eireccion Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniero Industrial
.. Planificacion | reléfono 2295-4445, Fox 2257-5633
1@{ Gl http://sitios. poder-judicial.go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de [a administracion de justicia,
con proyeccion e Innovacion

De: Tribunal Contencioso Administrativo - Il Circuito Judicial de San José
Enviado: viernes, 1 de febrero de 2019 16:37

Para: Elena Gabriela Picado Gonzalez; Miguel A. Mufioz Flores

Cc: lleana Sanchez Navarro; Christopher Zamora Solis

Asunto: Re: Solicitud de informacion

Lo voy a colocar.
El 01/02/2019 a las 15:40, Elena Gabriela Picado Gonzalez escribio:

Con un reporte para TI??7??
Tal vez se puede extraer el dato de ahi.

Saludos

Ing. Gabriela Picado Gonzélez

QireCCion Jefe, Subproceso Modernizacion Institucional, ingeniera en Produccion Industrial
Planificacion | reléfono 2295-3519, Fax 2257-5633
A http://sitios. poder-judicial.go.cr/planificacion/

Oé i

Trabajamos por el desarvollo de [a administracion de justicia,
cOn proyeccién ¢ innovacion

De: Tribunal Contencioso Administrativo - Il Circuito Judicial de San José

Enviado el: jueves, 31 de enero de 2019 3:14 p.m.

Para: Elena Gabriela Picado Gonzdlez <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel A. Mufioz
Flores <mmunozf@poder-judicial.go.cr>

CC: lleana Sanchez Navarro <isanchez@Poder-Judicial.go.cr>; Christopher Zamora Solis
<czamoraso@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: Re: Solicitud de informacién

Buenas Tardes

Disculpe, ya revisamos el dato.

En el despacho no se cuenta con un listado de procesos donde actuén servidores
judiciales como intervinientes. Y en slstema no se encuentran actualizados dichos datos.
Buen dia

Katherine

El 31/01/2019 a las 13:06, Tribunal Procesal Contencioso Administrativo escribio:
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3/8/2019 Re: Solicitud de informacién - Christopher Zamora Solis

Buenas Tardes

Las estadisticas que se requieren son en relacién a la cantidad de procesos
de personas indigenas?

Katherine

El 31/01/2019 a las 12:02, Elena Gabriela Picado Gonzalez escribié:

Buenas tardes
Reciban un cordial saludo

En cumplimiento del acuerdo del Consejo Superior (correo
adjunto), es necesario realizar un estudio sobre el impacto que
tendrd en la Defensa Publica, el atender las causas que se llevan
en el Contencioso, donde como interviniente se tiene a un
servidor judicial.

Por lo anterior, es que les solicitd de la forma mas atenta la

estadistica del Tribunal Contencioso en relacion a esta variables,
al menos en los ultimos 5 afios.

Tal vez los compafieros de Tl puedan ayudarnos via base de
datos, esto si no se tiene en el SIGMA o a mano la informacion.
Gracias por la colaboracion que nos pueden brindar

Saludos,

Ing. Gabriela Picado Gonzélez

QireCCion Jefe, Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniera en Produccidn industrial
. . Planificacion | Teléfono 2295-3519, Fax 2257-5633
"F!, B http://sitios.poder-judicial.go.cr/planificacion/

'Tp’a5aj:;mos poref desarvollo de [a administracién d'e‘;'usf:'c:'a,
con proyeccion e innovacton

https://outlook.office.com/owa/?ltemID=AAMKADdMOTVIMWQ1LTY2MmYtNGQOYS1hNjNjLTM3ZTc2NjUyYmJIMQBGAAAAAADCoZmOWI%2bNTp7 ...
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De: Jean Carlo Monge Madrigal 
Enviado el: viernes, 12 de abril de 2019 18:55
Para: Ligia Jeannette Jiménez Zamora <ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; cescotofer@gmail.com; Geyner Blanco Acosta <geyner.blanco@presidencia.go.cr>; Marcos Guevara Berger <marcos.guevara@ucr.ac.cr>; Roman Bresciani Quirós <rbresciani@Poder-Judicial.go.cr>; Alba Gutiérrez Villalobos <agutierrezv@poder-judicial.go.cr>; ali.garcia@ucr.ac; Ariana Céspedes López <acespedesl@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Manuel Hidalgo Flores <mhidalgof@Poder-Judicial.go.cr>; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; vavaras@inamu.go.cr; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; Dixon Li Morales <dlim@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: AUDIENCIA A SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE OFICIO 446-PLA-MI-2019



Buenas tardes. 

Al igual que lo manifestaron doña Melissa y doña Ligia, es indispensable contar con nuevas plazas y personas capacitadas para poder cumplir con las obligaciones que establece la ley. 

Como sucede con otros cuerpos normativos, los objetivos que persigue la ley son maravillosos.

Sin embargo, no dotar a la institución de los recursos necesarios para su ejecución, conllevaría que el alcance de ley sea muy limitado.

Por otra parte, no sólo se trata de tener personas con conocimientos técnico jurídicos, sino de que en el proceso de reclutamiento se identifique a personas funcionarias que tengan sensibilidad hacia los temas indígenas.

Aunque la Escuela Judicial se dedique a capacitar a quienes laboran en la institución, poco se logrará con personas que no son receptivas.

Cualquier ayuda adicional que pueda brindar, estoy a su disposición.

Cordialmente, 

Jean Carlo Monge 

Juez Penal de Coto Brus

Obtener Outlook para Android





From: Melissa Benavides Víquez
Sent: Friday, April 12, 2019 4:55:11 PM
To: Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Damaris Vargas Vásquez; Jorge Olaso Alvarez; cescotofer@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marcos Guevara Berger; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; ali.garcia@ucr.ac; Ariana Céspedes López; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Jean Carlo Monge Madrigal; Manuel Hidalgo Flores; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez; vavaras@inamu.go.cr
Cc: Acceso a la Justicia; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Dixon Li Morales; Dirección de Planificación
Subject: Re: AUDIENCIA A SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE OFICIO 446-PLA-MI-2019 

Buenas tardes

Espero se encuentren bien. Concuerdo con lo indicado por Doña Ligia. Las plazas son de suma importancia toda vez que al incluirse todas las materias de manera inevitable se incrementarán las solicitudes de los servicios de la Defensa Pública. Considero importante que al incursionar en materias no tradicionales como el Contencioso Administrativo y Familia (que podría incluir procesos muy complejos), es fundamental una capacitación fuerte para las y los funcionarios. Sugiero que en mediano plazo se haga alguna especialización con la colaboración de Escuela Judicial en el cual se hagan módulos de estos temas con perspectiva de Pueblos Indígenas. 



De: Ligia Jeannette Jiménez Zamora
Enviado: viernes, 12 de abril de 2019 15:42
Para: Damaris Vargas Vásquez; Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; cescotofer@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marcos Guevara Berger; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; ali.garcia@ucr.ac; Ariana Céspedes López; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Jean Carlo Monge Madrigal; Manuel Hidalgo Flores; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez; vavaras@inamu.go.cr
Cc: Acceso a la Justicia; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Dixon Li Morales; Dirección de Planificación
Asunto: RE: AUDIENCIA A SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE OFICIO 446-PLA-MI-2019 

 

Buenas tardes a todos y todas. 



De conformidad con el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas es elemental,  para brindar un servicio de calidad,  la aprobación de nuevas plazas para la atención a las personas usuarias indígenas. De lo contrario no es posible brindar un adecuado servicio, a pesar de los múltiples esfuerzos que se realizan por parte de la Jefatura de la Defensa y de cada persona defensora pública que brinda la asesoría técnica a las personas indígenas en todas las materias (independientemente de si es actora o demandada, denunciante o imputado, o denunciado). Han ingresado procesos civiles,  contenciosos, contravenciones, demandados de pensiones y de familia, incluso una persona indígena solicitó que se le presentara una querella de acción privada y varias denunciantes de violencia doméstica han solicitado la asesoría de la Defensa Pública.

Se requieren nuevas plazas y capacitación por parte de la Escuela Judicial especialmente en contencioso administrativo, familia, civil y violencia doméstica. Incluso por el tipo de procesos en contencioso administrativo se requiere una especialización como la que se brinda a las jueces y juezas.



A sus órdenes, Ligia Jiménez Zamora



De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: viernes, 12 de abril de 2019 14:37
Para: Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; cescotofer@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marcos Guevara Berger; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; ali.garcia@ucr.ac; Ariana Céspedes López; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Jean Carlo Monge Madrigal; Manuel Hidalgo Flores; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez; vavaras@inamu.go.cr
Cc: Acceso a la Justicia; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Dixon Li Morales; Dirección de Planificación
Asunto: AUDIENCIA A SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE OFICIO 446-PLA-MI-2019 

 

Señores y Señoras

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

 

Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el Oficio 446-PLA-MI-2019 (Ref. 1692-2018) de 28 de marzo de 2019, dirigido al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. Ese documento fue emitido en atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, y contiene el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas. 

 

La Dirección de Planificación amplió la audiencia para emitir pronunciamiento sobre ese Oficio al 23 de abril próximo, por lo que les solicito respetuosamente analizar este documento y enviar las observaciones que estimen pertinentes antes del 22 de abril, con el fin de valorarlas previo a que sea elevado a conocimiento de la Dirección de Planificación. Es conveniente que les compartan estos resultados con los equipos de trabajo a su cargo vinculados con la temática indígena.

 

Por favor enviar sus aportes a la dirección electrónica dvargas@poder-judicial.go.cr con el objetivo de integrar las diferentes propuestas y hacer un planteamiento conjunto que se dirigirá a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Dirección de Planificación. De no recibirse respuesta en el plazo concedido, se entenderá que no se tienen observaciones y se seguirá el trámite indicado en el segundo párrafo de este oficio. 

 

Cordialmente,

 

Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Favor registrar.








Xinia







  _____  


De: Damaris Vargas Vásquez
Enviado: viernes, 12 de abril de 2019 14:47
Para: Jorge Olaso Alvarez; Melissa Benavides Víquez; cescotofer@gmail.com; Geyner Blanco Acosta; Marcos Guevara Berger; Roman Bresciani Quirós; Alba Gutiérrez Villalobos; ali.garcia@ucr.ac; Ariana Céspedes López; Carlos Romero Rivera; Erick Alfaro Romero; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Jean Carlo Monge Madrigal; Manuel Hidalgo Flores; mherrera@dhr.go.cr; Sandra Pizarro Gutiérrez; vavaras@inamu.go.cr
Cc: Acceso a la Justicia; Subcomisión de Pueblos Indígenas; Dixon Li Morales; Dirección de Planificación
Asunto: AUDIENCIA A SUBCOMISION DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS SOBRE GESTION DE LA DEFENSA PUBLICA DE BRIBRI 

 



Un atento saludo.



 



Les remito comunicado electrónico que envió el licenciado Edmundo Barquero Porras, Defensor Público de Bribri a la licenciada Mandy Avellán Sánchez, jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Bribrí y al licenciado Isaac Pizarro Alvarez, juez Coordinador del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de la  Zona Atlántica, con copia a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, para conocimiento.



 



Damaris Vargas Vásquez
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Solicitud de señalamientos In Situ y colaboración de Ayudas Económicas


			From


			Edmundo Jesús Barquero Porras


			To


			Mandy Zillin Avellán Sánchez; Juzgado Contravencional de Bribri; Centro RAC Limón; Isaac Gabriel Pizarro Alvarez


			Cc


			Contraloría de Servicios de Limón; Magalie Vargas Johnson; Karin Vindas Ferrufino; Defensa Publica de Bribri; Joselyn Bright Campos; Ligia Jeannette Jiménez Zamora; Comisión de Accesibilidad; Damaris Vargas Vásquez


			Recipients


			mavellan@Poder-Judicial.go.cr; contrabri@Poder-Judicial.go.cr; conciliacion-limon@Poder-Judicial.go.cr; ipizarroa@Poder-Judicial.go.cr; contraloria-lim@Poder-Judicial.go.cr; mvargasj@Poder-Judicial.go.cr; kvindasf@Poder-Judicial.go.cr; defensabri@Poder-Judicial.go.cr; jbrightc@Poder-Judicial.go.cr; ljimenezz@Poder-Judicial.go.cr; accesibilidad@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr





Buenas tardes












Licda. Mandy Avellán Sánchez, Jueza





Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí












Lic. Isaac Pizarro Alvarez, Juez Conciliador 





Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


























Estimados señores:












Reciban un saludo de mi parte. Con instrucciones de la licenciada Karin Vindas Ferrufino, Coordinadora de esta Oficina se les solicita de sus buenos oficios con el fin de que a futuro en los casos donde figuren personas usuarias (personas indígenas) habitantes de los territorios indígenas, se proceda por favor a señalar las audiencias y señalamientos en las localidades de ADITIBRI o ADITICA si fuera el caso o según corresponda en cuanto a las direcciones aportadas en el proceso judicial y solicitarles se proceda a asistir dos veces al mes a dicha zonas indígenas para toma de manifestaciones, ordenes de apremio, entre otros diligencias propias y necesarias en los procesos que se tratan en dichas localidad.  












Por otro parte, les solicitamos que en los casos que sea necesario brindar la ayuda económica a las personas indígenas, esta sea proporcionada y coordinada con bastante antelación por su Oficina, con el fin de no causar más perjuicios a las personas en estado de vulnerabilidad, como bien sabemos lo son las personas indígenas.- 





 






Las anteriores solicitudes, se hacen tomando en consideración lo establecido en la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la CIRCULAR N° 10-09 sobre las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y lo acordado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI y demás disposiciones de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, referente a las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, en su regla número 1, que literalmente dice: 












“(…)












1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.












2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)












(...)”












Deberá también tomarse en cuenta por sus Autoridades Judiciales, lo indicado en el artículo 2 de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica el cual literalmente dice: 












“(…)












ARTÍCULO 2- Trato digno. Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993. 












(...)”












Lo subrayado y en negrita no corresponde al original.- 












De lo anterior, se hace copia a la Contraloría de Servicios de Limón, por lo establecido en la Regla número 7 de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y el artículo 11 de la de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como de la Comisión de Accesibilidad y Asuntos Indígenas para que brinden o soliciten las consideraciones que consideren pertinentes al respecto.-  












Sin más por el momento y siempre a su disposición, se despide;









































Lic. Edmundo Barquero Porras





Defensor Público de Bribrí












· Sobre las observaciones del oficio JEFDP-292-2019 del 4 de abril de 2019, suscrito por el Dr. Erick Núñez, Subjefe a.i. de la Dirección de la Defensa Pública en el cual transcribe las consideraciones de los especialistas de materia de la Defensa Pública, quienes analizaron el impacto de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.



A- Licda. Sandra Mora Venegas, Defensora Supervisora, especialista en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica



		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		Referente a los asuntos de Pensiones Alimentarias la Licda. Sandra Mora Venegas, Defensora Supervisora, especialista en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, de forma textual manifestó: 



“(…) Vale la pena conocer los antecedentes en cuanto a carencia de recurso humano profesional para hacerle frente a la competencia que se le otorgó a la Defensa Pública con la entrada en vigencia de la Ley de Pensiones Alimentarias, siendo que a la fecha no tenemos cobertura nacional del servicio en materia de pensiones alimentaria para la parte acreedora alimentaria (actora), teniendo un faltante de 33 plazas de persona defensora pública. Esta situación fue visibilizada en el informe número 34-PLA-EV-2017, sobre el impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado Código Procesal de Familia (…)”



Además, agrega que: 



“(…) para el momento en que se emite el informe citado,  no se había promulgado la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, la cual en su artículo número 7 le asigna competencia a la Defensa Pública en todas aquellas materias en las que exista un proceso judicial donde figure como parte una persona indígena y este no cuente con recursos para contratar los servicios de un abogado particular, sin hacer distinción si figura como actor o demandado y sin otorgar mayores criterios para brindar el servicio.  

En el caso que nos ocupa, propiamente la materia de familia, pensiones alimentarias y violencia doméstica, no contamos con personal para atender estas nuevas competencias, salvo la parte actora en el caso de pensiones alimentarias en algunos lugares donde contamos con plaza y ya se les había venido dando el servicio, no así para la parte demandada en pensiones alimentarias, ni en familia para ambas partes, tampoco en violencia doméstica donde incluso la Defensa Pública nunca antes había llevado casos en esa área (…)” 

		En relación con el requerimiento de recurso humano, para la atención de asuntos de Pensión Alimentaria y Familia

En efecto, en el informe 34-PLA-EV-2017 de la Dirección de Planificación, emite el criterio sobre el requerimiento de las plazas de Defensor Público para dar atención a la defensa técnica de la parte actora en asuntos de Pensión Alimentaria y Familia; aun así, es relevante destacar que  el Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto 43-17, del 5 de mayo del 2017, artículo XXIV y por Corte Plena en sesión 16-2017, del 1 de junio del 2017, artículo II, durante las sesiones de trabajo para analizar el proyecto del Presupuesto de Poder Judicial para el 2018, y se acordó lo siguiente: 

“Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se dispuso: Acoger la propuesta planteada por la magistrada Arias y el magistrado Salazar Alvarado, en consecuencia, los presupuestos actualizados de impacto de Justicia Restaurativa y de las Reformas Procesal de Familia y Agrario se conocerán en el momento en que sean Leyes de la República.”

 

En sesión 34-18 del 25 de abril de 2018 del Consejo Superior, se dispuso: 

“1) Aprobar el informe 33-PLA-MI-2018 presentado por la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, de acuerdo al escenario planteado en la recomendación 5.1.2. 2) Siguiendo los lineamientos de la Corte Plena no se deberán incluir los recursos en el anteproyecto 2019 hasta que se apruebe la Reforma Legal como Ley de la República” (la negrita no es original del texto).



Ahora bien, el informe 33-PLA-MI-2018 se refiere al impacto de Ley por Reforma de Familia y en el caso que nos compete en el informe puesto en consulta, se refiere al impacto de Ley para poblaciones indígenas, con la Legislación actual en materia de Pensiones y Familia.

Lo anterior, no afecta el contenido del informe.



En relación con los asuntos de Pensión Alimentaria donde interviene como parte actora o demandada una persona indígena.



En consideración de lo expuesto por la Licda. Sandra Mora Venegas, Defensora Supervisora de la Unidad de Pensión Alimentaria, se consideró analizar dentro del contenido del informe la cantidad de asuntos que forman parte del circulante activo de Pensión Alimentaria donde interviene como parte actora o demandada una persona indígena, sobre todo tomando en consideración los intereses contrapuestos, cuando ambas partes que figuran en las causas se refieran a población indígena. 



Donde se determinó que, del total de 376 causas activas, se centralizan 323 (88,6%) procesos entre la Defensa de Bribri (248) y Buenos Aires (75). Aunado a lo anterior, se consideró factores cualitativos que permitan brindar un acceso a la justicia efectiva y de atención diferenciada.



En razón de lo expuesto, se consideró la propuesta de un plan de trabajo, en el cual se consideracon dos plazas extraordinarias de persona Defensora, para la atención de asuntos indígenas donde intervine como parte actora o demandada uno o más personas indígenas.



En el contenido del informe, “Sección D: Atención de asuntos de Pensión Alimentaria” se muestra el detalle del análisis realizado. 







B- Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i de la Unidad Agraria, y el Dr. Roberto Montero García, especialista en materia Contencioso Administrativo



		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		Referente a los asuntos de representación de la defensa técnica en asuntos de Ccontencioso Aadministrativo el Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i de la Unidad Agraria, y el Dr. Roberto Montero García, Defensor Supervisor agregan las siguientes observaciones: 



1. Acoger la recomendación del departamento de planificación, de ordinarias las 7 plazas extraordinarias en materia agraria, en donde las mismas van a llevar en aquellos casos que sea necesario la materia contenciosa administrativa en materia Indígena.

2. Proyectos para acercamiento y proyección a las comunidades; en enero del 2019, la coordinación de la Unidad Agraria ha iniciado un proyecto de acercamiento de los defensores de la Unidad Agraria a las comunidades donde se encuentran en sus jurisdicciones regionales, lo cual tiene como meta una mayor cantidad de usuarios a la Defensa Agraria.

3. Aunado a lo anterior como parte del plan de acercamiento a las comunidades se sigue de manera paralela un acompañamiento de los defensores en sus comunidades como parte de PAO de las oficinas de la Defensa Pública.

4. Atención a las comunidades indígenas: como parte de la proyección de la Unidad Agraria de la Defensa Pública en giras propias de la Coordinación Agraria, mi persona junto con el Lic. Jesús Cháves Mora, encargado nacional agrario de representar a todas las Asociaciones de desarrollo Indígena que así lo soliciten (…)

5. Tal como se indicó supra, se ha dado un incremento importante en todas las plazas agrarias a nivel nacional, teniendo una proyección importante en el número de causas a cada defensor al día de hoy, a que si el número de CARGAS DE TRABAJO esta en 180 causas por defensor  y el promedio es de 128 a nivel nacional, según el mismo estudio se estaría a un pendiente de  52 expedientes a nivel nacional promedio para alcanzar  dicha cifra; a lo cual con los números actuales dichas cifran serán alcanzadas a diciembre de este año 2019.

6. En virtud de la especialidad de materia agraria, el recurso humano especializado, las mismas deben llevar dentro de su circulante la materia agraria propia de su materia, vinculada al Nuevo Código Procesal Agrario, así como los procesos Contenciosos Administrativos donde se lleva usuarios indígenas.

7. Se debe tener en cuenta la proyección de la competencia agraria en el Nuevo Código Procesal Agrario, el cual amplia la competencia (…) Lo anterior deja como consecuencia que una vez que entre el Código Procesal Agrario en aplicación del mismo para el 27 de febrero del 2020, además de los trámites actuales que por competencia se llevan, se tendrá la facultad como lo dispone los artículos anteriores, llevar asuntos judiciales como tal, procesos administrativos en el INDER y desalojos Administrativos en el Ministerio de Seguridad Pública.

8. Se debe excluir del contenido material de las plazas ordinarias agrarias, todos aquellos procesos contenciosos de índole contencioso administrativo, relacionado con la representación de las personas servidoras judiciales que sean demandadas en esa vía por falta de servicio en el cumplimiento de sus labores, ya que como justifiqué antes, el tema de la especialidad en este campo es totalmente diferente y sus características son inherentes a temas de tierras fundamentalmente.

9. Inconveniencia en que las plazas agrarias lleven el patrocinio de letrados de los servidores judiciales legalmente encomendados a la Dirección de la Defensa Pública en materia contenciosa administrativa, lo cual por la especialidad resulta inconveniente para la especialidad de la materia agraria como tal, más aún cuando no se cuenta con un programa de capacitación en materia disciplinaria, y mucho menos en contencioso administrativo.  Sobre este además el Dr. Roberto Montero García asegura que no debe mezclarse la plaza que proviene del movimiento propuesto por el Departamento de planificación a la Unidad Agraria, debe la misma mantenerse a cargo de la Dirección de la Defensa Pública y asignarle la competencia que así ha establecido el Departamento de Planificación.

10. Por lo anterior, se acepta que dentro de la Unidad Agraria se vuelvan ordinarias las siete plazas extraordinarias en mención, sin embargo la plaza extra que se pretende obtener por la reducción de causas  producto del estudio de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia resultante del estudio realizado por parte de la Dirección de Planificación bajo el Oficio 391-PLA-EV-2019 (…) Debe dejarse supeditada a la Dirección de la Defensa Pública, para que sea ubicada donde considere más oportuno.



		En relación con las siete plazas extraordinarias en materia agraria.



Dado a la conformidad expuesta, por parte de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, sobre las siete plazas de persona Defensora para dar atención a los asuntos agrarios, se toma nota de lo señalado.

Lo anterior no afecta el contenido del informe. 



En relación con los proyectos y/o planes de acercamiento a las comunidades. 



Se toma nota, de los proyectos y/o planes de acercamiento a las comunidades; así como de acompañamientos de las personas Defensoras Públicas. 



Lo anterior no afecta el contenido del informe. 



En relación con ampliación de la competencia de las personas Defensoras Públicas de la Unidad Agraria. 

Es importante considerar que, mediante oficio 159-CSP-17 del 28 de abril de 2017, de la Secretaría General de la Corte, se remite el acuerdo del Consejo Superior, sesión 39-17 del 26 de abril de 2017, artículo IV, donde se aprobó el informe 27-PLA-MI-2017, en el cual se determinó la necesidad de asignar siete plazas ordinarias de Defensora o Defensor Público para garantizar al menos un profesional por cada Juzgado Agrario y cinco plazas extraordinarias de Defensora o Defensor Público, para que realice las funciones de suplencia, contraparte y de curador procesal, según las nuevas labores que le delega el Código Procesal Agrario. Además, en este mismo acuerdo se señala que: 

“(…) En el caso de las plazas de defensor público aprobadas, la Dirección del Programa deberá valorar la carga de trabajo para la materia en la que son creadas, si durante el proceso de ejecución las mismas no llegaran a contar con carga de trabajo en la materia agraria, deberá asignárseles asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo (la negrita no es del original)”.

Ahora bien, dado al impacto que tendrá la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la cual entra en vigencia el 27 de febrero de 2020, y en consideración de los expuesto por el Lic. Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i Defensor de la Unidad Agraria; es que, se contempla e incorpora en el contenido del informe lo siguiente: 

Se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública que, en un plazo de doce meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” se valore la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no se alcanzarse la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.

En relación con el tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente servidores judiciales. 

En el contenido del informe, se recomienda establecer de forma ordinaria las siete plazas extraordinarias de Defensor Público, con la finalidad de mantener la estructura actual de agrario, y dar atención a los asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como interviniente uno o más personas indígenas.

En tanto, para la atención de asuntos donde se asigne legalmente a la Defensa Pública el patrocinio de defensa técnica para servidores judiciales en procesos Contenciosos Administrativos, se recomienda dotar de una plaza ordinaria de persona Defensora para la atención de los asuntos, en caso de aprobarse el estudio presentado bajo el oficio 391-PLA-EV-2019 al Consejo Superior.

Además, este recurso también asumirá la defensa técnica en asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como intervinientes personas indígenas; así como, los asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de este programa. 

De manera que se hace distinción, entre la competencia de los asuntos que serán atendidos por la Unidad Agraria, y de la plaza de la persona Defensora que se dispondrá a la Dirección de la Defensa Pública proveniente de la Secretaría Técnica de Género y Acceso de la Justicia de aprobarse el estudio presentado al Consejo Superior.

Dicho estudio esta para conocimiento del Consejo Superior.

Lo anterior no afecta el contenido del informe. 



En relación con la plaza de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y Acceso de la Justicia



Se toma en consideración las observaciones de destacar la plaza proveniente de la Secretaría Técnica de Género y Acceso de la Justicia a la Dirección de la Defensa Pública, y no a la Unidad de Agrario.



Por tanto, de aprobarse el estudio presentado bajo el oficio 391-PLA-EV-2019 al Consejo Superior, se traslade una plaza de persona Defensora proveniente de la Secretaría Técnica de Género y Acceso de la Justicia, la cual se asigne a la Dirección de la Defensa Pública, bajo el entendido de que se le asignen asuntos Contenciosos Administrativo donde interviene servidores judiciales.

Sin embargo,Además, se mantiene el criterio en relación a que este recurso también asumirá la defensa técnica en asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como parte actora o demanda personas indígenas; así como, los asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de este programa. 

Se incorpora dentro la sección de recomendaciones al Consejo Superior, contenida en el informe. 







C- Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora, especialista en población indígena

		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		La Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora, Defensora Pública especialista en población indígenas, indica textualmente: 



1. (…) las personas defensoras públicas no han tenido capacitación adecuada por ejemplo en contencioso administrativo, que sin duda es un proceso de una tramitación muy compleja, que implica un conocimiento especializado a través de especialidades, maestrías y doctorados. De tal manera que no basta con una capacitación de 46 horas para conocer lo mínimo, sobre todo con un código procesal contencioso administrativo, que implica cambios y responsabilidades sobre la función que debemos realizar. De tal forma que se requiere como mínimo una capacitación de especialidad en la Escuela Judicial para todas las personas que se vayan a desempeñar como defensoras públicas contenciosas administrativas, o contratar personas especialistas en esa materia con las que las personas defensoras públicas de agrario puedan aprender, ya que hay varios tipos de procesos contenciosos (…)



(…) Sumado a lo anterior, se requiere que sean especialistas en derecho indígena; sin embargo, ninguna universidad brinda esta especialidad, por lo que desde la Defensa Pública se brindan cursos y talleres sobre el tema, así como desde la Comisión de Acceso a la Justicia- Escuela Judicial se brindan 2 al año, lo que pareciera no ser suficientes según los requerimientos del artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (…)



2. Valorando la cantidad de procesos contenciosos administrativos, es necesario que la Dirección de Planificación solicite de igual forma al Juzgado Contencioso Administrativo la cantidad de procesos activos donde figuren personas indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. En ese mismo sentido se actualicen los datos del Tribunal Contencioso Administrativo.



3. En este momento se considera prioritario el aumento del recurso humano de persona defensora pública, incluso de personal administrativo, en los siguientes lugares:



Bribri: dos personas defensoras penales y una persona defensora de pensiones para atención de demandados de pensiones. Recuérdese la atención de violencia doméstica, contravenciones, familia, etc.

Buenos Aires: dos personas defensoras públicas penales y dos personas defensoras de pensiones para atención de actoras y demandados.

Coto Brus: una persona defensora pública penal y una persona defensora pública de pensiones.

Corredores: una persona defensora pública para atención de demandados de pensiones.

Limón: una persona defensora pública penal.

Turrialba: una persona defensora pública pensiones para demandados.

Contencioso administrativo: dos personas defensoras públicas especialistas en la materia.



4. (…) es de importancia que se valore la cantidad de procesos activos de Flagrancia en la Defensa Pública a diciembre de 2018, que podría ser un recurso de utilidad para una adecuada implementación de una ley, y brindar un servicio de calidad a una población en condición de vulnerabilidad, a quienes se les debe dar un acceso efectivo a la justicia.



		En relación con el tema de capacitación en Contencioso Administrativo.

En tema de Capacitación de Contencioso Administrativo de población indígena y servidores judiciales, se consultó vía telefónica el 8 de marzo de 2019, al Lic. Juan Carlos Morales Jiménez, que en su momento fungía como Jefe de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, sobre los lineamientos dispuestos en capacitación para el presupuesto de 2020, el cual señaló que: 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente población indígena

La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, ha venido realizando capacitaciones a lo interno del programa, sin costos adicionales, en el tema de sustituciones y/o permisos ante el Consejo Superior del Poder Judicial. 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente servidores judiciales

Actualmente, se encuentra en coordinando con la Dirección de la Escuela Judicial, donde en una etapa preliminar se considera formular un módulo bimodal en el tema Contencioso Administrativo en coordinación con el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, donde se incluirá el personal Defensor Agrario y Disciplinario; aun así, a la fecha no se tiene un plan de capacitación para el 2020.

En este particular, cabe señalar que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero de 2019, autorizó para el Dr. Roberto Montero García, Defensor Supervisor funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder asumir con responsabilidad la competencia creada

Siendo así, se denota que la Dirección de la Defensa Pública asumiría el requerimiento de capacitación de Contencioso s Administrativo, donde se considera como población meta las personas Defensoras de Agrario y Disciplinarios con el mismo recurso ordinario asignado a esa Dirección. 

Lo anterior, plasmado dentro del contenido del informe, en la “Sección E: Contenido presupuestario, apartado de materia agraria”. Para efectos del estudio, no afecta al contenido del informe.

En relación con la solicitud de información del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

Se incorpora en el contenido, la ampliación de la recomendación dirigida a la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, de manera quede forma que alcance al Juzgado Contencioso Administrativo y Civil, de manera que queda establecido de la siguiente manera: 

Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física.

En relación con el incremento de recurso humano a nivel de la Defensa Pública.

· Materia Penal 



En el caso específico de las oficinas de la Defensa Pública de Bribri, Buenos Aires, y Limón dentro las propuestas de reforzamiento de recurso humano establecido por la Dirección de la Defensa Pública, producto del proyecto Mejora Integral del Proceso Penal: Inventario de expedientes (arqueo) en la Defensa Pública, se consideró trasladar recurso Defensor Público, para el fortalecimiento de la estructura que atiende materia Penal.

En razón a lo expuesto, de aprobarse la estructura para la atención de materia Penal, se traslada una plaza de persona Defensora para la Oficina de Bribri, dos plazas para Buenos Aires y una plaza para Limón.

En tanto, el reforzamiento de la estructura para la atención de asuntos de materia penal de la Defensa Pública de Coto Brus, será sujeta de estudio dentro del cronograma de trabajo del proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal y de los inventario de expedientes por todo el país.

Lo anterior no modifica el contenido del informe. 

· Materia de Pensión Alimentaria 



En relación con la atención de la cantidad de causas activas de Pensión Alimentaria, donde interviene como parte actora o demanda una o más personas indígenas, se determinó establecer una plaza extraordinaria de persona Defensora para la Oficina de Bribri y otra plaza extraordinaria de Defensor Público, para de Buenos Aires, bajo la modalidad de tiempo completo.

Lo anterior, se detalla e incorpora dentro del contenido del informe en n la “Sección D. Atención de asuntos de Pensión Alimentaria”.

· Contencioso Administrativo 



En el contenido del informe, se recomienda establecer de forma ordinaria las siete plazas extraordinarias de Defensor Público, con la finalidad de mantener la estructura actual de agrario, y dar atención a los asuntos Contenciosos Administrativos donde figure como interviniente uno o más personas indígenas.

En tanto, para la atención de asuntos donde se asigne legalmente a la Defensa Pública el patrocinio de defensa técnica para servidores judiciales en procesos Contenciosos Administrativos, se recomienda dotar de una plaza ordinaria de persona Defensora para la atención de los asuntos, en caso de aprobarse el estudio presentado bajo el oficio 391-PLA-EV-2019 al Consejo Superior.

Lo anterior no modifica el contenido del informe. 

En relación con la valoración de las plazas de la valoración de las plazas asignadas a la jurisdicción de Flagrancia

En este particular, dentro del estudio realizado por la Dirección de Planificación bajo el oficio 330-PLA-OI-2019 sobre los Modelos de Atención en los Tribunales de Flagrancia a Nivel Nacional se determinó que, de aprobarse el plan de trabajo propuesto en el contenido del informe en mención, las plazas de Defensora o Defensor Público asignadas a la jurisdicción de Flagrancia, se distribuirían según los planes y necesidades de los Tribunales de Flagrancias y de las Fiscalías otorgando apoyo en atención de materia ordinaria.

Dicho estudio esta para conocimiento del Consejo Superior. 

Lo anterior, se incorpora en el contenido del informe como parte de antecedente. 

 







· Sobre las observaciones emitidas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se transcriben las siguientes: 



		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		La Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora, Defensora Pública especialista en población indígenas, indica textualmente: 



“(…) De conformidad con el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia para los Pueblos Indígenas es elemental, para brindar un servicio de calidad, la aprobación de nuevas plazas para la atención a las personas usuarias indígenas. De lo contrario no es posible brindar un adecuado servicio, a pesar de los múltiples esfuerzos que se realizan por parte de la Jefatura de la Defensa y de cada persona defensora pública que brinda la asesoría técnica a las personas indígenas en todas las materias (independientemente de si es actora o demandada, denunciante o imputado, o denunciado). Han ingresado procesos civiles, contenciosos, contravenciones, demandados de pensiones y de familia, incluso una persona indígena solicitó que se le presentara una querella de acción privada y varias denunciantes de violencia doméstica han solicitado la asesoría de la Defensa Pública.

Se requieren nuevas plazas y capacitación por parte de la Escuela Judicial especialmente en contencioso administrativo, familia, civil y violencia doméstica. Incluso por el tipo de procesos en contencioso administrativo se requiere una especialización como la que se brinda a las jueces y juezas (…)”

Aunado a lo anterior, agrega archivo con el detalle de la información expuesta en líneas anteriores. 



		Descripción

		Archivo



		Observaciones sobre el informe 446-PLA-MI-2019

		









		En relación con las observaciones, emitidas por la Licda. Ligia Jeannette Jiménez Zamora, son ídem a las consideras dentro del Oficio JEFDP-292-2019 del 4 de abril de 2019, suscrito por el Dr. Erick Núñez, Subjefe a.i. de la Dirección de la Defensa Pública; las cuales se dieron contestación formal y puntual en el apartado anterior.



Es importante indicar que la capacidad instalada de las actuales plazas de defensora y defensor en materia Agraria, permiten la atención de mayor cantidad de asuntos, entre estos, donde figure una persona de población indígena, lo cual permitirá cumplir con lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia, brindando un servicio de calidad.

Por último, consecuente de lo expuesto en líneas anteriores, la Dirección de la Defensa Pública mediante oficio JEFDP-63-2019 del 5 de febrero, remite al Consejo Superior del Poder Judicial, lo dispuesto por esa Dirección, que de forma textual señala: 

“(…) los defensores públicos de materia agraria, quienes como parte de su labor profesional ya han tramitado caso de población indígena y que como parte de su  formación académica en una mayoría de casos ya han sido capacitados en materia indígena por estudios universitarios de especialidad, asuman la representación de la población indígena en materia contenciosa administrativa,  lo cual, ante la carencia de recursos que enfrenta la institución, se solicita sea avalado por este Consejo Superior en su condición de superior administrativo (…)”





		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		La Licda. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso de la Justicia, agrega textualmente:

“(…) Concuerdo con lo indicado por Doña Ligia. Las plazas son de suma importancia toda vez que al incluirse todas las materias de manera inevitable se incrementarán las solicitudes de los servicios de la Defensa Pública. Considero importante que al incursionar en materias no tradicionales como el Contencioso Administrativo y Familia (que podría incluir procesos muy complejos), es fundamental una capacitación fuerte para las y los funcionarios. Sugiero que en mediano plazo se haga alguna especialización con la colaboración de Escuela Judicial en el cual se hagan módulos de estos temas con perspectiva de Pueblos Indígenas.”

Por otra parte, el Lic. Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal de Coto Brus agrega que: 

“(…) Al igual que lo manifestaron doña Melissa y doña Ligia, es indispensable contar con nuevas plazas y personas capacitadas para poder cumplir con las obligaciones que establece la ley. 

Como sucede con otros cuerpos normativos, los objetivos que persigue la ley son maravillosos.

Sin embargo, no dotar a la institución de los recursos necesarios para su ejecución, conllevaría que el alcance de ley sea muy limitado.

Por otra parte, no sólo se trata de tener personas con conocimientos técnico-jurídicos, sino de que en el proceso de reclutamiento se identifique a personas funcionarias que tengan sensibilidad hacia los temas indígenas.

Aunque la Escuela Judicial se dedique a capacitar a quienes laboran en la institución, poco se logrará con personas que no son receptivas (…)”

		En relación con el incremento de recurso humano a nivel de la Defensa Pública.

En análisis de la cantidad de causas activas donde intervienen personas indígenas, se determinó reforzar la estructura actual de la Defensa Pública de la siguiente manera: 

· Siete plazas ordinarias de persona Defensora para la de la Unidad Agraria.

· Dos plazas extraordinarias de persona Defensora para la Unidad de Pensión Alimentaria. 

· Redistribución interna de cuatro plazas de persona Defensora para la atención de asuntos penales. 



Los recursos en mención, se distribuyen entre las oficinas de la Defensa Pública de Bribrí, Buenos Aires y Limón. 

En el contenido del informe, se detalla el plan de trabajo propuesto. 

En relación con el requerimiento de capacitación.

Como se hizo mención en líneas anteriores, en tema de Capacitación de Contencioso Administrativo de población indígena y servidores judiciales, se consultó vía telefónica el 8 de marzo de 2019, al Lic. Juan Carlos Morales Jiménez, que en su momento fungía como Jefe de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, sobre los lineamientos dispuestos en capacitación para el presupuesto de 2020, el cual señaló que: 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente población indígena

La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, ha venido realizando capacitaciones a lo interno del programa, sin costos adicionales, en el tema de sustituciones y/o permisos ante el Consejo Superior del Poder Judicial. 

· Referente al tema de Contencioso Administrativo, donde figura como interviniente servidores judiciales

Actualmente, se encuentra en coordinando con la Dirección de la Escuela Judicial, donde en una etapa preliminar se considera formular un módulo bimodal en el tema Contencioso Administrativo en coordinación con el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, donde se incluirá el personal Defensor Agrario y Disciplinario; aun así, a la fecha no se tiene un plan de capacitación para el 2020.

En este particular, cabe señalar que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero de 2019, autorizó para el Dr. Roberto Montero García, Defensor Supervisor funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder asumir con responsabilidad la competencia creada

Siendo así, se denota que la Dirección de la Defensa Pública asumiría el requerimiento de capacitación de Contenciosos Administrativos, donde se considera como población meta las personas Defensoras de Agrario y Disciplinarios con el mismo recurso ordinario asignado a esa Dirección. 

Lo anterior, plasmado dentro del contenido del informe, en la “Sección E: Contenido presupuestario, apartado de materia agraria”. Para efectos del estudio, no afecta al contenido del informe.





		Observaciones 

		Criterio de la Dirección de 

Planificación



		El Lic. Edmundo Barquero Porras, Defensor Público de Bribrí, remite a la Licda. Mandy Avellán Sánchez, Jueza, y al Lic. Isaac Pizarro Alvarez, Juez Conciliador, del Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica lo siguiente: 

“(…) Reciban un saludo de mi parte. Con instrucciones de la licenciada Karin Vindas Ferrufino, Coordinadora de esta Oficina se les solicita de sus buenos oficios con el fin de que a futuro en los casos donde figuren personas usuarias (personas indígenas) habitantes de los territorios indígenas, se proceda por favor a señalar las audiencias y señalamientos en las localidades de ADITIBRI o ADITICA si fuera el caso o según corresponda en cuanto a las direcciones aportadas en el proceso judicial y solicitarles se proceda a asistir dos veces al mes a dicha zonas indígenas para toma de manifestaciones, ordenes de apremio, entre otros diligencias propias y necesarias en los procesos que se tratan en dichas localidad.  

Por otro parte, les solicitamos que en los casos que sea necesario brindar la ayuda económica a las personas indígenas, esta sea proporcionada y coordinada con bastante antelación por su Oficina, con el fin de no causar más perjuicios a las personas en estado de vulnerabilidad, como bien sabemos lo son las personas indígenas.

Las anteriores solicitudes, se hacen tomando en consideración lo establecido en la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica y la CIRCULAR N° 10-09 sobre las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y lo acordado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI y demás disposiciones de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, referente a las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas, en su regla número 1, que literalmente dice: 

“(…)



1. Las Autoridades Judiciales promoverán la realización de diligencia in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



2. Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)



(...)”



Deberá también tomarse en cuenta por sus Autoridades Judiciales, lo indicado en el artículo 2 de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica el cual literalmente dice: 



“(…)



ARTÍCULO 2- Trato digno. Toda persona indígena será tratada con respeto a su dignidad humana en razón de sus tradiciones culturales, lo cual se traducirá en acciones afirmativas que tendrán como fin que esta población tenga las mismas condiciones de igualdad que las demás personas. El incumplimiento de estas disposiciones será sancionado conforme al procedimiento y las garantías establecidas en el título VII del régimen disciplinario previsto en la Ley N.07333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993. (...)”Lo subrayado y en negrita no corresponde al original.- 



De lo anterior, se hace copia a la Contraloría de Servicios de Limón, por lo establecido en la Regla número 7 de las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas y el artículo 11 de la de la Ley N.º 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, así como de la Comisión de Accesibilidad y Asuntos Indígenas para que brinden o soliciten las consideraciones que consideren pertinentes al respecto. 



Sin más por el momento y siempre a su disposición, se despide;



		En relación con el tema de señalamientos de las audiencias en las localidades de “Aditribri o Aditica”, comunicado por la Defensa Pública de Bribrí al Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí, y al Centro de Conciliación del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se toma nota de lo indicado.

Lo anterior no afecta el contenido del informe. 
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En Costa Rica hay 8 pueblos indígenas diferentes que se encuentran distribuidos en 24 territorios: bribris, cabécar, huetar, chorotega, gnäbes, terraba o teribe, borucas y malekus, Además de los miskitos que son de Nicaragua, y lo ngäbes-buglés de Panamá, para un total de 10 pueblos indígenas.


Muchos indígenas   hablan y comprenden su idioma materno, entre estos están el bribri, cabécar, ngäbere, malecuajaica, miskito, murire o buglere, dependiendo de cuál es el pueblo al que pertenecen. Sus territorios se encuentran aislados, con difícil acceso, recorren grandes distancias para trasladarse desde sus lugares de residencia hasta los diferentes despachos judiciales,  sus derechos son colectivos e individuales, y  se encuentran en condición de pobreza, sumado a que su cosmovisión, costumbres, cultura  y forma de vivir son distintas a la de las personas no indígenas, lo que implica un sensibilidad diferente por parte de la persona que realiza la atención judicial.





Se puede establecer  que las personas usuarias indígenas en el Poder Judicial han aumentado, y gracias a diferentes estadísticas de la Defensa Pública  se visibilizan. Entre los grupos que han aumentado se encuentran las personas indígenas dentro del sistema penitenciario, sea indiciados o sentenciados, cuyo cantidad en diciembre de 2018 alcanzaba a nivel institucional a 118 personas y a nivel semi institucional a 16 personas, para un total de 134 personas indígenas, número que representa un 0, 13 de la población indígena y el 0,66 de la población general penitenciaria.





De igual forma,  al 30 de diciembre de 2018 la cantidad de personas usuarias indígenas activas en la Defensa Pública sumaba  1708, en 1595 procesos activos en todas las materias que tradicionalmente se brinda el servicio por parte de la Defensa Pública (penal, pensiones, agrario y laboral), advirtiéndose algunos procesos en los cuales las personas indígenas ya estaban iniciando sus solicitudes de   asesoría técnica en materias que tradicionalmente no se atendían, y que al 30 de diciembre eran de 53 procesos,  en familia, contencioso, demandados de pensiones y violencia doméstica; siendo los lugares en los que más personas indígenas se asesoran: Bribrí, Buenos Aires, Turrialba, Limón Coto Brus, Corredores, Pérez Zeledón, San José, Cartago, Nicoya, Pococí, Tarrazú, Alajuela, Golfito San Carlos, Osa, y Upala.
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A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, el Poder Judicial y la Defensa Pública en particular, adquieren una serie de compromisos legales que se deben concretar en acciones afirmativas con respecto a las personas indígenas. Sin embargo,  esta ley no otorga presupuesto para las plazas que deben realizar esta asesoría de personas indígenas en todas las materias, independientemente de la condición que ocupen (actoras-demandados, denunciantes-imputados, contraventores, etc),  y esta situación tiene repercusión exclusivamente en la Defensa Pública,  ya que es esta institución quien tendrá que asesorar a todas las personas indígenas, independientemente del tipo de proceso, del lugar en que se realice y de la posición en la que se presente la persona indígena, de tal forma que la competencia legal de atención de la Defensa Pública  se dimensiona a todos los procesos y es nacional. Véase lo señalado en  el numeral 7, que establece:


“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”





	De tal forma que se establece que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para brindar una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad.





Además se establece por ley que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 


1) especializada en derecho indígena. 


2) especializada en la materia de competencia. 


Situación que a la fecha no opera,  pues las personas defensoras públicas no han tenido capacitación adecuada por ejemplo en contencioso administrativo, que sin duda es un proceso de una tramitación muy compleja, que implica un conocimiento especializado a través de especialidades, maestrías y doctorados. De tal manera que no basta con una capacitación de 46 horas para conocer lo mínimo, sobre todo con un código procesal contencioso administrativo, que implica cambios y responsabilidades sobre la función que debemos realizar. De tal forma que se requiere como mínimo una capacitación de especialidad en la Escuela Judicial para todas las personas que se vayan a desempeñar como defensoras públicas contenciosas administrativas, o contratar personas especialistas en esa materia con las que las personas defensoras públicas de agrario puedan aprender, ya que hay varios tipos de procesos contenciosos, y en este momento 2 solicitudes nuevas y 21 apersonamientos de la Defensa Pública en el Tribunal Contencioso Administrativo, cuyos procesos están iniciados y en diferentes etapas, incluso ya hay una audiencia preliminar señalada. 


Adjunto la información brindada por la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública en lo referente a las capacitaciones:
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Valorando la cantidad de procesos contenciosos administrativos, es necesario que la Dirección de Planificación solicite de igual forma al Juzgado Contencioso Administrativo la cantidad de procesos activos donde figuren personas indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. En ese mismo sentido se actualicen los datos del Tribunal Contencioso  Administrativo.





Sumado a lo anterior, se requiere que sean especialistas en derecho indígena, sin embargo ninguna universidad brinda esta especialidad, por lo que desde la Defensa Pública se realizan cursos y talleres sobre el tema, así como desde la Comisión de Acceso a la Justicia- Escuela Judicial se brindan 2 cursos al año, lo que pareciera no ser suficientes según los requerimientos del artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.





Actualmente, al 30 de marzo de 2019  a partir de la divulgación de la citada Ley, la Defensa Pública ha aumentado la cantidad de usuarios indígenas en las materias que tradicionalmente ha brindado asesoría, pero sobre todo ha aumentado en las materias que amplió la competencia la ley, de tal forma que se pasó de 53 personas usuarias indígenas en diciembre de 2018, a  105 personas usuarias al primero de abril de 2019. Así:


-Contencioso Administrativo: 23  procesos donde la persona usuaria es una Asociación de Desarrollo.


-Contravenciones: 34


-Familia: 10


-Demandados de pensiones: 34


-Violencia doméstica: 4.


Siendo las siguientes defensas públicas quienes tienen la mayor cantidad en materias que tradicionalmente no se atendía:


· San José: 23 pues actualmente se encuentran concentrados los procesos contenciosos administrativos en la Unidad Agraria de la Defensa Pública.


· Buenos Aires: 34 contravenciones, las otras causas que reporta en atención a  familia y demandados de pensiones (20) se computan en Pérez Zeledón por ser este el lugar que debe trasladar dos defensores públicos a la semana para la atención de estas personas usuarias.


· Pérez Zeledón: 21 (9 familia y  11 demandados de pensiones de Buenos Aires), y 1 violencia doméstica de Pérez Zeledón.


· Turrialba: 2 personas por violencia doméstica. Los demandados de pensiones (9 se reportan de Cartago, por ser este despacho el que debe trasladarse desde ese lugar.


· Cartago: 9 demandados de pensiones de Turrialba.


· Bribrí: Se reporta en Limón por ser el lugar que se traslada a atender usuarios demandados de pensiones alimentarias.


· Limón: 9 demandados de pensiones alimentarios de Bribrí.


· Corredores: 1 familia. Los demandados de pensiones se reportan en Golfito, por ser quien debe trasladarse.


· Golfito: 2 demandados de pensiones de Corredores.


· Coto Brus: 2 personas, 1 por violencia doméstica y 1 demandado de pensiones.


· Siquirres:1 demandado de pensiones


· Puntarenas:1 demandado de pensiones que corresponde a Jacó.





De tal forma que en menos de tres meses, valorando el cierre de fin de año pasó de 53 usuarios a 108 personas usuarias indpigenas, siendo las materias de mayor atención pensiones, familia, contencioso y violencia doméstica. Lo que probablemente aumente de forma exponencial en los próximos meses cuando se divulgue la Ley citada.








Se omite en el informe de la Dirección de Planificación establecer que las plazas deben de ser especializadas por el tipo de usuario (persona indígena) con una gran cantidad de situaciones de vulnerabilidad, y además las personas defensoras públicas deben tener conocimiento en varios procesos, por tener competencia en todas las materias y a nivel nacional. Lo anterior implica no solo sensibilidad, sino disposición para realizar las diligencias in situ, utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc), saber conducir, pedir ayudas económicas, valor de forma inmediata la utilización de intérpretes,  tener conocimiento en peritajes culturales, multidisciplinarios, de trabajo social, psicología, comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.





Además, dos de los lugares que tramitan procesos con personas usuarias indígenas fueron incluidas en el proyecto de mejora integral del proceso penal, cuales son Limón y Bribrí, encontrándose cargas de trabajo por encima de la media promedio, lo cual evidencia la gran cantidad de trabajo y la poca cantidad de recursos humanos que se requieren.





	En este momento se considera prioritario el aumento del recurso humano  de persona defensora pública, incluso de personal administrativo, en los siguientes lugares:


Bribrí: dos personas defensoras penales y una persona defensora de pensiones para atención de demandados de pensiones. Recuérdese la atención de violencia doméstica, contravenciones, familia, etc.


Buenos Aires: dos personas defensoras públicas penales y dos personas defensoras de pensiones para atención de actoras y demandados.


Coto Brus: una persona defensora  pública penal y una persona defensora pública de pensiones.


Corredores: una persona defensora pública para atención de demandados de pensiones.


Limón: una persona defensora pública penal.


Turrialba: una persona defensora pública pensiones para demandados.


Contencioso administrativo: dos personas defensoras públicas especialistas en la materia.


Sin embargo,  por el aumento que se está dando en la cantidad de personas usuarias indígenas, pareciera que estas plazas resultan insuficientes para brindar una atención de calidad, de tal forma que serían lo mínimo requerido, en el entendido de que para el año 2020 tendría que valorarse nuevas proyecciones para más plazas de atención a personas indígenas.


 


En ese sentido, actualmente  se solicitan como mínimo 14 plazas nuevas para  poder atender de forma básica esta población.





En ese mismo sentido, es de importancia que se valore la cantidad de procesos activos de Flagrancia en la Defensa Pública a diciembre de 2018, que podría ser un recurso de utilidad para una adecuada implementación de una ley nueva como lo es la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y brindar un servicio de calidad a una población en condición de vulnerabilidad, a quienes se les debe dar un acceso efectivo a la justicia.





Véase como hay Defensas Públicas  que atienden flagrancia, en las que pareciera que hay poco circulante que podría trasladarse a la atención de personas usuarias indígenas:
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(Cantidad de procesos y usuarios de la Defensa Pública en Flagrancia al 31 de diciembre de 2018.).





Por lo anterior, se solicitan nuevas plazas, o en su defecto que se varíe el destino de las plazas de flagrancia a plazas para la atención de personas indígenas en los términos que se indicaron supra.





Ligia Jiménez Zamora
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Defensa Publica. Movimiento de causas tramitadas con el
procedimiento de flagrancia segun oficina, durante el afio 2018.

Oficina Entrados Terminados  Circulante
TOTAL 7,844 8,288 7,498
San Jose 1,269 1,865 637
Heredia 980 956 912
Flagrancia Guadalupe 764 743 571
Santa Cruz 690 576 742
Liberia 576 252 1,140
Corredores 460 313 374
Puntarenas 453 545 444
Cartago 450 321 644
San Carlos 444 581 671
San Ramén 413 442 356
Pérez Zeled6n 395 334 239
Guapiles 373 571 248
Alajuela 334 398 349

Limén 243 391 171














https://www.poder-judicial.go.cr/defensapublicaTel 2211-9800 / Fax 2257-5634



defensapublica@poder-judicial.go.cr
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Oficio: JEFDP-292-2019







San José, 04 de abril de 2019.



Asunto: Observaciones al oficio número 446-PLA-MI-2019





Máster 

Nacira Valverde Bermúdez 

Directora a.i.

Dirección de Planificación

Poder Judicial 



Estimada señora:



Reciba un atento saludo. Respetuosamente y dentro del plazo otorgado, en atención a la audiencia conferida mediante correo electrónico sobre el informe número 446-PLA-MI-2019, de seguido se detallan algunas consideraciones: 



Al respecto, se consultó a los especialistas de materia de la Defensa Pública, quienes analizaron el impacto de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en sus respectivas materias y externaron las consideraciones que de seguido se expondrán: 



Pensiones Alimentarias y Familia.



La supervisora Sandra Mora Venegas, especialista en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, consideró oportuno manifestar lo siguiente: 



“(…) Le externo mi agradecimiento por el espacio otorgado para poder referirme al informe número 446-PLA-MI-2019, el cual considero está muy bien estructurado, no obstante, carece de un análisis acerca del impacto que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, está generando en materia de familia, pensiones alimentarias y violencia doméstica, perjudicándose el buen servicio público.



Vale la pena conocer los antecedentes en cuanto a carencia de recurso humano profesional para hacerle frente a la competencia que se le otorgó a la Defensa Pública con la entrada en vigencia de la Ley de Pensiones Alimentarias, siendo que a la fecha no tenemos cobertura nacional del servicio en materia de pensiones alimentaria para la parte acreedora alimentaria (actora), teniendo un faltante de 33 plazas de persona defensora pública. Esta situación fue visibilizada en el informe número 34-PLA-EV-2017, sobre el impacto organizacional y presupuestario para el Poder Judicial en caso de aprobarse el proyecto de ley denominado “Código Procesal de Familia”. Y cito textualmente lo establecido en dicho informe, tal y como sigue: 



“(…) Actualmente la Defensa Pública tiene en su estructura 76 plazas para la atención de la parte actora en los procesos de alimentos, a los que se suman 33 plazas adicionales para completar la cobertura, con un total de 109 plazas.(…)”

		CIRCUITO JUDICIAL Y OFICINA

		MATERIA DE
PENSIONES ALIMENTARIAS



		

		N°Defensores(Parte Actora)



		

		



		

		



		TOTAL 

		33



		Primero de San José

		3



		Segundo de San José

		1



		Tercero de San José

		2



		Primero de la Zona Sur

		1



		Segundo de la Zona Sur

		3



		Primero de Alajuela

		2



		Segundo de Alajuela

		2



		Tercero de Alajuela

		3



		Cartago

		4



		Heredia

		4



		Primero de Guanacaste

		1



		Segundo de Guanacaste

		2



		Puntarenas

		3



		Primero de la Zona Atlántica

		1



		Segundo de la Zona Atlántica

		1







Se hace la aclaración que para el momento en que se emite el informe citado,  no se había promulgado la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, la cual en su artículo número 7 le asigna competencia a la Defensa Pública en todas aquellas materias en las que exista un proceso judicial donde figure como parte una persona indígena y este no cuente con recursos para contratar los servicios de un abogado particular, sin hacer distinción si figura como actor o demandado y sin otorgar mayores criterios para brindar el servicio.  



En el caso que nos ocupa, propiamente la materia de familia, pensiones alimentarias y violencia doméstica, no contamos con personal para atender estas nuevas competencias, salvo la parte actora en el caso de pensiones alimentarias en algunos lugares donde contamos con plaza y ya se les había venido dando el servicio, no así para la parte demandada en pensiones alimentarias, ni en familia para ambas partes, tampoco en violencia doméstica donde incluso la Defensa Pública nunca antes había llevado casos en esa área. 



Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública   cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio. 1)Revisar la distribución del circulante por Ligia 2) Consultar a Dennis si los casos de VD y F las plazas de Penalización los asume al día de hoy. 

3) Consultar a Jennsy la diferencia de parte actora y demandado en PA; por qué se habla únicamente de defensa para la parte actora (acreedora) 



Cuadro diagnóstico del servicio

		Lugar

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte actora

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte demandada indígena

		Prestación del servicio en familia parte actora

		Prestación del servicio en familia parte demandada

		Prestación de servicio en  violencia doméstica para la parte solicitante

		Competencia Territorial



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal





		Se cuenta con una sola plaza para pensiones alimentarias parte actora 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Puriscal, del cantón de Mora los distritos de Guayabo,  Tabarcia, Piedras Negras, Picagres, Jaris y Quitirrisí (excepto el poblado de Quebrada Honda[footnoteRef:1]), del cantón de Acosta el distrito de Palmichal, (excepto los poblados de Sevilla y Bajos de Jorco). [1:  El poblado de Quebrada Honda es competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Mora.] 




		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Buenos Aires.

		No se cuenta con plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, únicamente se brinda el servicio dos veces a la semana por parte de un defensor público de Pérez Zeledón, quien sólo en el traslado de ida y regreso invierte dos horas. 



El circulante de Buenos Aires es de 396, de los cuales 94 son procesos de personas indígenas. 



Este mismo compañero que se desplaza de Pérez Zeledón y atiende dos veces a la semana en Buenos Aires, a pesar de no dar abasto, ha debido atender los siguientes casos, 

7 procesos de divorcio 1 contestación de demanda

1 proceso de impugnación de paternidad









		No hay plaza. 



Como plan remedial que está afectando el servicio ordinario en Pérez Zeledón, se le solicitó a una defensora pública de esta localidad que se desplace una vez a la semana a brindar el servicio en Buenos Aires, pero es tal la demanda de trabajo que en las dos semanas que llevamos ha tenido que salir mucho tiempo después de la hora laboral y dedicar más de un día a las labores encomendados, lo que ha afectado la dinámica de atención de la Defensa Pública y las personas usuarias de la materia en Pérez Zeledón. 



En dos días (viernes 29 de marzo y lunes 1 de abril  ha atendido 8 procesos de contestación y recurso de apelación, debiéndose desplazarse a Buenos Aires (dos horas de desplazamiento), para poder brindar el servicio, por las particularidades de la persona usuaria que necesita interprete.  

		No hay plaza.





		No hay plaza 

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Buenos Aires.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía del II Circuito judicial de la Zona Sur.

		Se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias para la parte actora. Tiene un circulante muy elevado 

		No hay plaza



La única defensora pública con la que contamos en Golfito ha debido desplazarse en dos ocasiones hasta corredores y lleva 2 casos de personas indígenas demandadas , afectándose con esto la dinámica del servicio de la Defensa Pública de Golfito 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Corredores.



		Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional de Golfito.

		Solo se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias 

		No hay plaza

La defensora pública de Corredores debe atender los casos de personas indígenas demandadas, siendo que en el desplazamiento y la atención de esta nueva competencia, está afectando el servicio en Corredores

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Golfito, excepto el distrito de Puerto Jiménez.



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Coto Brus.

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Coto Brus.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Guatuso

		Se brinda el servicio dos veces a la semana, el defensor público de Upala se desplaza hasta el lugar 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Guatuso.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.

		Se cuenta con una única plaza en la materia para atender a la parte actora, quien debe realizar además giras a la zona indígena 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano



Una defensora pública de Cartago asiste una vez a la semana a brindar el servicio a la parte demandada. El tiempo del desplazamiento es de aproximadamente una hora y media de ida y de regreso hasta de dos horas dependiendo de la hora y las presas por los camiones de transporte.



Esta compañera defensora tiene un circulante activo de Cartago de 147 asuntos y en Turrialba ya lleva 6 casos de la parte demandada indígena.

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Turrialba.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés. 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca del cantón de Tarrazú, los distritos San Marcos, San Lorenzo (excepto los poblados Quebrada Arroyo y Cerro Nara[footnoteRef:2]) y San Carlos.  [2:  Los poblados de Quebrada Arroyo, Cerro Nara, Santa Juana y San Isidro, son competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Quepos.] 


El cantón de Dota.

Del cantón de León Cortés, los distritos de San Pablo, San Andrés, Llano Bonito, (excepto el poblado de Santa Juana), San Isidro (excepto el poblado de San Isidro), Santa Cruz y San Antonio.



		Juzgado de Pensiones Alimentaria del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

		Se cuenta con tres plazas de defensor público para la materia para la parte actora



Una vez a la semana cada una de estas plazas debe desplazarse a Valle de la Estrella, Bribrí parte demandada indígena en pensiones alimentarias y a Bataán

		

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano





		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón Central de Limón.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí.

		Se cuenta con una sola plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, en la actualidad tiene un circulante elevado y 98 procesos donde figura como parte actora una persona indígena 

		Una defensora pública de Limón acude una vez a la semana a atender a la parte demandada indígena, afectándose con esto el servicio público que se brinda en Limón Central

		

		

		

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Talamanca.



		Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad

		No contamos con una plaza destinada para este fin. Sin embargo, la persona supervisora de la materia indígena 

		No se tiene 

		No se tiene 

		No se tiene

		No se tiene 

		Diferentes partes del país según la distribución que realice Adaptación Social



		Pérez Zeledón 

		

		

		

		

		

		



		En las diferentes partes del país, podrían presentarse procesos donde figuren como parte una persona indígena.  

		

		

		

		

		

		







Les solicito sesiones de trabajo con el equipo de Planificación, para replicar el método de trabajo empleado para la elaboración del informe del impacto del proyecto de ley “19.455 Código Procesal de Familia”, donde se revisaron los datos, necesidades y circulantes a nivel nacional en las materias indicadas.” (sic)



Agrario



El especialista en materia agraria Mario Alberto Rosales Vargas, y el especialista en materia Contencioso Administrativo, Dr. Roberto Montero García, expusieron los siguientes argumentos: 



“(…) En atención al oficio 446-PLA-MI-2019- Ref. 1692-2018, quien suscribe, Lic. Mario Rosales Vargas, en mi condición de coordinador a.i de la Unidad Agraria de la Defensa Pública y Dr. Roberto Montero García les presento las siguientes observaciones a valorar, con respecto a la nueva distribución de funciones contencioso administrativas que nuestra unidad tramitará en representación de la población indígena que lo solicite.

De acuerdo a los antecedentes de importancia a tomar en consideración tenemos los siguientes:

1- Oficio 2339-19 del 6 de marzo de 2019 la Secretaría de la Corte, se transcribe el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 13-19 del 15 de febrero, que literalmente dice: 

“Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Autorizar al doctor Roberto Montero García, Defensor Público Supervisor, para que como recargo asuma en codefensa con las y los defensores públicos agrarios la representación de las personas usuarias que requieran de servicios contenciosos administrativos; además, la defensa de los dos funcionarios de Gestión Humana que deben ser representados y que a su vez funja como capacitador de la Defensa Pública en litigio Contencioso Administrativo en aras de poder  asumir con responsabilidad  la competencia creada en la  Ley N°9530.”

La anterior situación obedece a la solicitud del análisis de los aspectos que implican un cambio, producto de la entrada en vigencia de la Ley 9593, de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, que generó que a la Unidad Agraria se nos asignara desde ese momento, la representación de los casos contencioso administrativos donde intervenga una persona usuaria (física o jurídica) “indígena”.

Así mismo se tomó en consideración el impacto de patrocinio letrado que debe ahora también asumir la Defensa Pública, para demandas contencioso administrativas donde las personas servidoras del Poder Judicial lo requieran. En este último caso este tipo de defensas o representaciones no corresponde asumirlas a la Unidad Agraria de la Defensa Pública, sino que se otorga una plaza para ese fin a disposición de la Dirección de la Defensa Pública.

Hacer una interpretación diferente, (respecto de la plaza que va a tramitar las demandas contencioso administrativas contra personas servidoras judiciales), sería recargar a la Unidad Agraria de procesos que no guardan relación con nuestra naturaleza, pues los procesos contencioso administrativos de personas indígenas, claramente van a versar sobre sus tierras y las afectaciones que estas puedan tener frente actuaciones de entidades públicas, procesos que tienen una relación evidente con los procesos agrarios que ya tramitamos a este tipo de población.

En el caso de las defensas a servidores judiciales por demandas presentadas en la jurisdicción contencioso administrativa, claramente van a versar sobre su actividad propia del servicio que despliegan, lo que evidentemente guarda estrecha relación con defensas disciplinario administrativas.

Lo expuesto tiene fundamento en los oficios de la Dirección de Planificación, así como de la Dirección de la Defensa Pública. Se señaló mediante oficio JEFDP-63-2019 del 5 de febrero: 

(…) los defensores públicos de materia agraria, quienes como parte de su labor profesional ya han tramitado caso de población indígena y que como parte de su  formación académica en una mayoría de casos ya han sido capacitados en materia indígena por estudios universitarios de especialidad, asuman la representación de la población indígena en materia contenciosa administrativa,  lo cual, ante la carencia de recursos que enfrenta la institución, se solicita sea avalado por este Consejo Superior en su condición de superior administrativo (…)” (negrita y subrayado suplidos)

Lo anterior aclara que las causas a ser tramitadas por parte de nuestra unidad en materia contencioso administrativa, son los relativos a casos donde intervienen personas indígenas, y no implica asumir los asuntos de índole administrativo funcional o por falta de servicio donde sean demandadas personas servidoras judiciales.

De esa manera, en el caso de las causas donde intervienen personas indígenas, como se indicó antes, encuentran respaldo en los elementos de la especialidad propios de la materia, encontrándose la persona defensora pública debidamente capacitada para la defensa de los intereses de esa población, que como se indicó, se encaminan a tutelar derechos reales, tanto en vía Agraria como en vía contencioso administrativa y por ello la Unidad no encuentra ninguna objeción frente a la nueva asignación de representar a la población indígena en estos procesos, pero parece no ser aceptable el que nuestra unidad ejerza la representación de personas Servidoras judiciales en procesos contencioso administrativos donde sean demandados.

Ahora, respecto de la información relevante de los datos Utilizados en el informe:

A. Atención de asuntos activos, con intervención de personas usuarias indígenas



Es mas que claro el análisis realizado por el departamento  que tanto, en materia Penal y Agraria se presenta la particularidad de que por cada proceso que se establece, la defensa técnica puede incluir uno o más intervinientes por causa (1,1 aproximadamente); sea una relación mayor de intervinientes que del total de causas, en este particular la materia Penal presenta 95 (9,89%) usuarios más que el total de 960 causas, y en materia Agraria presenta 19 (9,84%) intervinientes más que el total de 193 causas activas; y que del del total de las 1 595 causas que conforman el circulante de la Defensa Pública a nivel nacional, 960 (60%) procesos corresponden a materia Penal, y en el caso de Pensión Alimentaria un total de 376 causas representan el 24%. En tanto, la materia de Agraria y Laboral, corresponden 193 (12%) y 66 (4%) causas en ese orden respectivo.

Cabe mencionar que los datos en relación al artículo 7 de la Ley 9593-2018 Acceso a la Justicia a los pueblos indígenas  de Costa Rica  van a cambiar y estan cambiando para muestra  se puede establecer lo siguiente:

1. En Gira realizada a Limón a la Reserva Indígena, de Keköldi, ubicada en el cantón de Limón en Talamanca, en reunión con la presidenta de Desarrollo la Señora Rubilia Stuart Leiva la cual se nos ha solicitado la intervención en un plan agresivo de recuperación de tierras el cual se está en coordinación con el INDER( Instituto de Desarrollo Rural) para actuar de manera conjunta con el Lic. Cháves Mora, se realizan las gestiones para darle la atención solicitada. Cabe mencionar que para el 2018 existe un estudio de 147 fincas a recuperar pero se está a la espera de  un nuevo informe de parte del INDER del 2019 que se proyectan casi 200 fincas a recuperar para un total de 3000 hectáreas

2. En Gira realizada a Buenos Aires a la reserva Indígena de Salitre, se entrevista al señor Solomón Ortiz Ortiz, presidente de la Asociación de Desarrollo Indígena de Salitre el cual solicita la intervención de la Defensa en la recuperación de tierras

3. En Gira realizada a Buenos Aires a la reserva de Ujarrás, Se realiza entrevista  con el presidente de la zona Indígena el señor Marvin Mayorga Acosta, el cual  representa un territorio indígena  con  un área aproximada de 50.000 hectáreas, de la misma manera que la comunidad de Keköldi se  iniciará con el mismo programa de recuperación de tierras



Todo lo anterior  denota de manera clara que van a establecerse una serie de procesos judiciales proyectados con el impulso en el marco de la aplicación  de la Ley 9593-2018 Acceso a la Justicia a los pueblos indígenas  de Costa Rica.



Sobre la atención de asuntos Contenciosos Administrativos donde figura como intervinientes una o más personas indígenas  y cargas de trabajo.



En el oficio 1-TCA-2019 del 24 de enero de 2019 del Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José, se presentó la solicitud de Defensor Público en 21 procesos en los que figura como interviene la Asociación de Desarrollo Intengral de la Reserva Indígena Kekoldi.

En razón de lo anterior, se analizó el circulante promedio de las plazas de las y los defensor públicos asignados a la Unidad Agraria de la Defensa Pública, donde se determinó que a nivel nacional se encuentra un circulante promedio de 128 asuntos por cada plaza de persona Defensora; es decir 52 (28,8%) procesos por debajo de la cuota establecida de 180 expedientes por cada plaza de Defensora o Defensor Público; por lo que, dado a la competencia y la estimación de cargas de trabajo, se consideró que dentro de carga de trabajo ordinaria de la Defensa Agraria se asumirá aquellos asuntos en materia Contenciosa Administrativa donde figure como parte actora o demanda una o más personas indígenas

La Recomendación a la Dirección de la Defensa Pública



Asignar asuntos de otras jurisdicciones para completar la carga de trabajo, de aquellas plazas de Defensor Público de la Unidad Agraria que tengan un circulantes inferior a los 180 asuntos. Considerando también la carga de trabajo de los intereses contrapuestos que deben cubrir



Debo externan mi oposición a que se asigne a la Unidad Agraria materia que no guarde relación con la materia, en primer término en muchos casos, para asumir procesos de otras materias no se cuenta con el perfil adecuado, pues pareciera impensable que una persona defensora agraria asuma defensas penales, pensiones alimentarias o disciplinario administrativas (entre otras materias que podrían asignarnos), de ahí que respecto a que se asigne trabajo de otras jurisdicciones resulta una posibilidad que no podemos aceptar de la manera que parece, propone la Dirección de Planificación.

Ahora, de interés para este punto, tal como lo establece esta recomendación, se debe de tener en cuenta la carga de trabajo de los intereses contrapuestos que se deben de cubrir, esto en razón de las distancias que en la actualidad se cubren:

a) Liberia contra parte de Nicoya y Viceversa; lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 80 kms promedio, y duración 1:30 minutos sin presa; sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

b) Upala contra parte de San Carlos y viceversa; lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 80 kms promedio, y duración 1:45 minutos sin presa;sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

c) Puntarenas contra parte de San Ramón y viceversa, lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 70 kms promedio, y duración 1:30 minutos sin presa;sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

d) Corredores  contra parte de Buenos Aires y viceversa, lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 200 kms promedio, y duración 2:30 horas  sin presa; sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

e) Pérez Zeledón contra parte de Corredores, y viceversa, lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 260 kms promedio, y duración 3:30 horas  sin presa; sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

f) Cartago contra parte de Turrialba, y viceversa, lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 45 kms promedio, y duración 1:20 horas  sin presa; sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo

g) Turrialba  contra parte de Guapiles, y viceversa, lo cual implica solo en un desplazamiento de defensa a defensa a la oficina de 90 kms promedio, y duración 2  horas  sin presa; sin ir a la finca donde se realiza el juicio de campo.



Lo anterior sin contar el recorrido propio que hace cada defensor agrario dentro de su propia jurisdición.



RECOMENDACIONES AL  OFICIO DE LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN 446-PLA-MI-2019- Ref. 1692-2018.



Atendiendo lo indicado, me permito hacer las siguientes recomendaciones al oficio de la Dirección de Planificación 446-pla-mi-2019- ref. 1692-2018:

1. Acoger la recomendación del departamento de planificación,  de ordinariar las 7 plazas extraordinarias en materia agraria, en donde las mismas van a llevar en aquellos casos que sea necesario la materia contenciosa administrativa en materia Indígena.



2. En virtud de la especialidad de materia agraria, el recurso humano especializado, las mismas deben llevar dentro de su circulante la materia agraria propia de su materia, vinculada al Nuevo Código Procesal Agrario, así como los procesos Contenciosos Administrativos donde se lleva usuarios indígenas.



3. Se debe excluir del contenido material de las plazas ordinarias agrarias, todo aquellos procesos contenciosos de índole contencioso administrativo, relacionado con la representación de las personas servidoras judiciales que sean demandadas en esa vía por falta de servicio en el cumplimiento de sus labores, ya que como justifiqué antes, el tema de la especialidad en este campo es totalmente diferente y sus características son inherentes a temas de tierras fundamentalmente.



4. Por lo anterior, se acepta que dentro de la Unidad Agraria se vuelvan ordinarias las siete plazas extraordinarias en mención, sin embargo la plaza extra que se pretende obtener por la reducción de causas  producto del estudio de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia resultante del estudio realizado por parte de la Dirección de Planificación bajo el Oficio 391-PLA-EV-2019, del 25 de marzo de 2019, que recomendó:

“(…) Del análisis y seguimiento efectuado a las cargas de trabajo de los puestos de Defensora o Defensor Público, se recomienda mantener solo una de las dos plazas ordinarias, reconociendo la labor tan importante que desarrollan estas personas, sin embargo, se evidenció que estas labores pueden ser asumidas por uno de esos recursos. De esta forma y a partir de labores conexas que viene desarrollando la Dirección de Planificación en la Defensa Pública, se considera oportuno reasignar esta plaza de Defensora o Defensor Público para la atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, para tender personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a  personas funcionarias judiciales que son denunciadas atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial (…)”

Debe dejarse supeditada a la Dirección de la Defensa Pública, para que sea ubicada donde considere más oportuno.



5. Tal como se indicó supra, se ha dado un incremento importante en todas las plazas agrarias a nivel nacional, teniendo una proyección importante en el número de causas a cada defensor al día de hoy, a que si el número de CARGAS DE TRABAJO esta en 180 causas por defensor  y el promedio es de 128 a nivel nacional, según el mismo estudio se estaría a un pendiente de  52 expedientes a nivel nacional promedio para alcanzar  dicha cifra; a lo cual con los números actuales dichas cifran serán alcanzadas a diciembre de este año 2019.



6. Proyectos para  acercamiento  y proyección a las comunidades; en enero del 2019, la coordinación de la  Unidad Agraria ha iniciado un proyecto de acercamiento de los defensores de la Unidad Agraria a las comunidades  donde se encuentran en sus jurisdicciones regionales, lo cual tiene como meta una mayor cantidad de usuarios a la Defensa Agraria.



7. Aunado a lo anterior como parte del plan de acercamiento a las comunidades se sigue de manera paralela un acompañamiento de los defensores en sus comunidades como parte de PAO de las oficinas de la Defensa Pública.



8. Atención a las comunidades indígenas: como parte de la proyección de la Unidad Agraria de la Defensa Pública en giras propias de la Coordinación Agraria, mi persona junto con el Lic. Jesús Cháves Mora, encargado nacional agrario de representar a todas las Asociaciones de desarrollo Indígena que así lo soliciten,  se ha procedido a visitar las siguientes comunidades:



A. Comunidad de Keköldi, ubicada en el cantón de Limón en Talamanca, en reunión con la presidenta de Desarrollo la Señora Rubilia Stuart Leiva la cual se nos ha solicitado la intervención en un plan agresivo de recuperación de tierras el cual se está en coordinación con el INDER( Instituto de Desarrollo Rural) para actuar de manera conjunta con el Lic. Cháves Mora, se realizan las gestiones para darle la atención solicitada. Cabe mencionar que para el 2018 existe un estudio de 147 fincas a recuperar pero se está a la espera de  un nuevo informe de parte del INDER del 2019 que se proyectan casi 200 fincas a recuperar para un total de 3000 hectáreas.

B. De igual forma Se visito a la zona de Buenos Aires, la comunidad de Ujarras, con el presidente de la zona Indígena el señor Marvin Mayorga Acosta, el cual  representa un territorio indígena  con  un área aproximada de 50.000 hectáreas, de la misma manera que la comunidad de Keköldi se  iniciará con el mismo programa de recuperación de tierras.

C. Finalmente en la comunidad de Salitre, se entrevista al señor Solomón Ortiz Ortiz, presidente de la Asociación de Desarrollo Indígena de Salitre el cual solicita la intervención de la Defensa en la recuperación de tierras.

D. Todos estos puebles indígenas van a generar procesos agrarios en primer orden  los cuales van luego a convertirse muy probablemente en procesos contenciosos administrativos de usuarios  indígenas.



9. Se debe tener en cuenta la proyección de la competencia agraria en el Nuevo Código Procesal Agrario, el cual amplia la competencia de la siguiente manera:

ARTÍCULO 2- Competencia material


Los tribunales agrarios serán competentes para conocer, de acuerdo con lo dispuesto en el articulo anterior, las pretensiones y asuntos referidos a los siguientes aspectos siempre que correspondan a materia agraria y de desarrollo rural:
1) Derechos reales y personales sobre bienes agrarios, destinados o aptos para el desarrollo de actividades y servicios agrarios, así́ como los vinculados a su tutela y aprovechamiento. Además, los procesos sucesorios relativos a estos.
2) La posesión, deslinde, división, localización de derechos, derribo, suspensión de obra, titulación, rectificación de medida y entrega material de bienes citados en el inciso anterior.
3) Los actos y contratos vinculados con la constitución o el ejercicio de actividades y servicios agrarios. Quedan comprendidos el cobro de deudas cuyo plan de inversión esté vinculado con las actividades citadas, o cuya garantía esté constituida por los bienes indicados en el inciso 1) de este articulo, los contratos de seguro, así́ como aquellos entre particulares relacionados con la prospección de la biodiversidad cuando tengan relación con el desarrollo de actividades de producción agraria o conexas a éstas. 

4) Los conflictos surgidos entre particulares por el aprovechamiento de bienes o servicios ambientales para actividades agrarias y los relativos a los regulado en el inciso 12) de este artículo. Además, la prevención, restauración e indemnización de daños causados por actividades agrarias, así como aquellos que impacten tales actividades. 

5) Las controversias entre particulares originadas en el ejercicio de las actividades agrarias vinculadas con especies y variedades endémicas, orgánicas, mejoradas, derivadas, esencialmente derivadas o provenientes de organismos vivos modificados; incluyendo los relativos a los derechos de obtentores de variedades vegetales, y los relativos a lo regulado en el inciso 12 de este artículo. 

6) Las pretensiones entre particulares, derivadas de controversias en materia de propiedad intelectual.
7) Los asuntos relativos a aspectos fitosanitarios y zoosanitarios, así como los reclamos de personas consumidoras vinculados con productos o servicios agrarios. 8) La constitución, desarrollo, transformación, disolución y liquidación de personas jurídicas, cuando la actividad principal sea agraria. 

9) Conflictos de competencia desleal entre empresas vinculadas con actividades agrarias o conexas a éstas.
10) La administración y reorganización por intervención judicial de las personas físicas o jurídicas, cuando sea su actividad principal. 

11) En grado y en forma definitiva, de los recursos que se interpongan contra las resoluciones del Instituto de Desarrollo Rural en procedimientos administrativos de revocatoria de asignación y nulidad de títulos de propiedad, otras modalidades de dotación de tierras, así como de las resoluciones vinculadas al desarrollo rural. 

12) Las situaciones y relaciones jurídicas relacionadas con conductas administrativas o manifestaciones específicas de la función administrativa, que por el contenido material o sustancial de la pretensión correspondan a extremos exclusivamente agrarios y de desarrollo rural y se deriven del Instituto de Desarrollo Rural o el Instituto correspondiente. 

13) Las demás que el ordenamiento jurídico disponga. 



10. Competencia administrativa:

DISPOSICIONES ESPECIALES SOBRE EL DESAHUCIO ADMINISTRATIVO 

ARTÍCULO 55- Improcedencia del desahucio administrativo
En inmuebles destinados o destinables a actividades agrarias, el desahucio administrativo será improcedente cuando:
1) Exista proceso judicial en trámite, donde se pretendan el desalojo y la restitución del inmueble, si existe coincidencia de partes en sede administrativa y jurisdiccional.
2) A quien se pretenda desalojar, se encuentre en posesión del bien por causa de un contrato acordado con la persona gestionante o por mera tolerancia cuando esta sea superior a un año.
3) Se trate de personas quienes tengan una ocupación del inmueble superior a un año. 

Si se inicia el procedimiento de desahucio administrativo antes de la interposición del proceso judicial, el tribunal, una vez instaurado éste, de oficio o a solicitud de parte, podrá ordenar como medida cautelar, la suspensión de la ejecución del desalojo aprobado mediante resolución firme. 

ARTÍCULO 47- Patrocinio letrado a cargo de la Defensa Pública


Las defensoras y los defensores públicos agrarios tendrán las facultades de directores del proceso, en los procesos en que intervengan, salvo que la parte amplíe sus atribuciones a las de un apoderado especial judicial, lo cual deberá indicar expresamente. Tendrán esas mismas facultades de abogados o abogadas directoras para los procedimientos administrativos que puedan incidir en la sede judicial. 

Si actúan con facultades de mandatario o mandataria, estarán sometidos a las mismas prohibiciones del párrafo final del artículo 46 de esta Ley. No tendrá valor ni efecto alguno lo que se haga en oposición a esas prohibiciones. 



11.  Lo anterior deja como consecuencia que una vez que entre el Código Procesal Agrario en aplicación del mismo para el 27 de febrero del 2020, además de los trámites actuales que por competencia se llevan, se tendrá la facultad como lo dispone los artículos anteriores, llevar asuntos judiciales como tal, procesos administrativos en el INDER y desalojos Administrativos en el Ministerio de Seguridad Pública.



12. Inconveniencia en que las plazas agrarias lleven el patrocinio del letrados de los servidores judiciales  legalmente encomendados a la Dirección de la Defensa Pública en materia contenciosa administrativa, lo cual por la especialidad resulta inconveniente para la especialidad de la materia agraria como tal, más aún cuando no se cuenta con un programa de capacitación en materia disciplinaria, y mucho menos en contencioso administrativo.  Sobre este además el Dr. Roberto Montero García asegura que no debe mezclarse la plaza que proviene del movimiento propuesto por el Departamento de planificación  a la Unidad Agraria, debe la misma mantenerse a cargo de la Dirección de la Defensa Pública y asignarle la competencia que así ha establecido el Departamento de Planificación.
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		CUADRO 

		DE

		EXPEDIENTES 

		ACTIVOS

		2019
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		al 

		01 de abril
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		Plazas: 

		Cantidad.

		  Alcanzar 

		

		

		

		

		



		Nicoya

		220

		+40

		

		

		

		

		



		Liberia

		110

		-70

		

		

		

		

		



		Upala

		110

		-70

		

		

		

		

		



		San Carlos

		110

		-70

		

		

		

		

		



		San Ramón

		140

		-40

		

		

		

		

		



		Puntarenas

		170

		-10

		

		

		

		

		



		Alajuela

		95

		-85

		

		

		

		

		



		San José

		78

		        -102

		

		

		

		

		



		Cartago

		120

		-60

		

		

		

		

		



		Turrialba

		88

		-92

		

		

		

		

		



		PérezZeledón

		142

		-38

		

		

		

		

		



		Buenos Aires

		113

		-67

		

		

		

		

		



		Corredores

		145

		-35

		

		

		

		

		



		Guápiles**

		

		

		

		

		

		

		



		Limón 1-E

		240

		+60

		

		

		

		

		



		Limón 2-H

		144

		-36

		

		

		

		

		







Con estos cuadros se denota que las plazas agrarias, mantiene un circulante  en dos de ellas por encima del circulante que ha establecido el Departamento de Planificación y las demás manejan cifras en las cuales en un promedio de 9 expedientes por defensor, lo que implica que 9 meses sobre pasarian la mayoria la cifra de 180, esto sin contar el impacto de l tramitología en asuntos indígenas en materia agraria con nuevos procesos para la recuperación de terrenos, el impacto de los planes de acercamiento a las comunidades, el impacto a llevar procesos contenciosos.”



Supervisión de asuntos indígenas.



Además, la profesional Ligia Jeannette Jiménez Zamora, especialista en población indígena, manifestó lo siguiente: 



“En Costa Rica hay 8 pueblos indígenas diferentes que se encuentran distribuidos en 24 territorios: bribris, cabécar, huetar, chorotega, gnäbes, terraba o teribe, borucas y malekus, Además de los miskitos que son de Nicaragua, y lo ngäbes-buglés de Panamá, para un total de 10 pueblos indígenas.

Muchos indígenas   hablan y comprenden su idioma materno, entre estos están el bribri, cabécar, ngäbere, malecuajaica, miskito, murire o buglere, dependiendo de cuál es el pueblo al que pertenecen. Sus territorios se encuentran aislados, con difícil acceso, recorren grandes distancias para trasladarse desde sus lugares de residencia hasta los diferentes despachos judiciales,  sus derechos son colectivos e individuales, y  se encuentran en condición de pobreza, sumado a que su cosmovisión, costumbres, cultura  y forma de vivir son distintas a la de las personas no indígenas, lo que implica un sensibilidad diferente por parte de la persona que realiza la atención judicial.



Se puede establecer  que las personas usuarias indígenas en el Poder Judicial han aumentado, y gracias a diferentes estadísticas de la Defensa Pública  se visibilizan. Entre los grupos que han aumentado se encuentran las personas indígenas dentro del sistema penitenciario, sea indiciados o sentenciados, cuyo cantidad en diciembre de 2018 alcanzaba a nivel institucional a 118 personas y a nivel semi institucional a 16 personas, para un total de 134 personas indígenas, número que representa un 0, 13 de la población indígena y el 0,66 de la población general penitenciaria.



De igual forma,  al 30 de diciembre de 2018 la cantidad de personas usuarias indígenas activas en la Defensa Pública sumaba  1708, en 1595 procesos activos en todas las materias que tradicionalmente se brinda el servicio por parte de la Defensa Pública (penal, pensiones, agrario y laboral), advirtiéndose algunos procesos en los cuales las personas indígenas ya estaban iniciado sus solicitudes de   asesoría técnica en materias que tradicionalmente no se atendían, y que al 30 de diciembre eran de 53 procesos,  en familia, contencioso, demandados de pensiones y violencia doméstica; siendo los lugares en los que más personas indígenas se asesoran: Bribrí, Buenos Aires, Turrialba, Limón Coto Brus, Corredores, Pérez Zeledón, San José, Cartago, Nicoya, Pococí, Tarrazú, Alajuela, Golfito San Carlos, Osa, y Upala.



A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, el Poder Judicial y la Defensa Pública en particular, adquieren una serie de compromisos legales que se deben concretar en acciones afirmativas con respecto a las personas indígenas. Sin embargo,  esta ley no otorga presupuesto para las plazas que deben realizar esta asesoría de personas indígenas en todas las materias, independientemente de la condición que ocupen (actoras-demandados, denunciantes-imputados, contraventores, etc),  y esta situación tiene repercusión exclusivamente en la Defensa Pública,  ya que es esta institución quien tendrá que asesorar a todas las personas indígenas, independientemente del tipo de proceso, del lugar en que se realice y de la posición en la que se presente la persona indígena, de tal forma que la competencia legal de atención de la Defensa Pública  se dimensiona a todos los procesos y es nacional. Véase lo señalado en  el numeral 7, que establece:

“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”



	De tal forma que se establece que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para brindar una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad.



Además se establece por ley que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 1) especializada en derecho indígena. 2) especializada en la materia de competencia. Situación que a la fecha no opera,  pues las personas defensoras públicas no han tenido capacitación adecuada por ejemplo en contencioso administrativo, que sin duda es un proceso de una tramitación muy compleja, que implica un conocimiento especializado a través de especialidades, maestrías y doctorados. De tal manera que no basta con una capacitación de 46 horas para conocer lo mínimo, sobre todo con un código procesal contencioso administrativo, que implica cambios y responsabilidades sobre la función que debemos realizar. De tal forma que se requiere como mínimo una capacitación de especialidad en la Escuela Judicial para todas las personas que se vayan a desempeñar como defensoras públicas contenciosas administrativas, o contratar personas especialistas en esa materia con las que las personas defensoras públicas de agrario puedan aprender, ya que hay varios tipos de procesos contenciosos, y en este momento 2 solicitudes nuevas y 21 apersonamientos de la Defensa Pública en el Tribunal Contencioso Administrativo, cuyos procesos están iniciados y en diferentes etapas, incluso ya hay una audiencia preliminar señalada. 

Adjunto la información brindada por la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública en lo referente a las capacitaciones:
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Valorando la cantidad de procesos contenciosos administrativos, es necesario que la Dirección de Planificación solicite de igual forma al Juzgado Contencioso Administrativo la cantidad de procesos activos donde figuren personas indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. En ese mismo sentido se actualicen los datos del Tribunal Contencioso  Administrativo.



Sumado a lo anterior, se requiere que sean especialistas en derecho indígena, sin embargo ninguna universidad brinda esta especialidad, por lo que desde la Defensa Pública se brindan cursos y talleres sobre el tema, así como desde la Comisión de Acceso a la Justicia- Escuela Judicial se brindan 2 al año, lo que pareciera no ser suficientes según los requerimientos del artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Actualmente, al 30 de marzo de 2019  a partir de la divulgación de la citada Ley, la Defensa Pública ha aumentado la cantidad de usuarios indígenas en las materias que tradicionalmente ha brindado asesoría, pero sobre todo ha aumentado en las materias que amplió la competencia la ley, de tal forma que se pasó de 53 en diciembre de 2018, a  105 personas usuarias al primero de abril de 2019. Así:

-Contencioso Administrativo: 23  procesos donde la persona usuaria es una Asociación de Desarrollo.

-Contravenciones: 34

-Familia: 10

-Demandados de pensiones: 34

-Violencia doméstica: 4.

Siendo las siguientes defensas públicas quienes tienen la mayor cantidad en materias que tradicionalmente no se atendía:

· San José: 23 pues actualmente se encuentran concentrados los procesos contenciosos administrativos en la Unidad Agraria de la Defensa Pública.

· Buenos Aires: 34 contravenciones, las otras causas que reporta en atención a  familia y demandados de pensiones (20) se computan en Pérez Zeledón por ser este el lugar que debe trasladar dos defensores públicos a la semana para la atención de estas personas usuarias.

· Pérez Zeledón: 21 ( 9 familia y  11 demandados de pensiones de Buenos Aires), y 1 violencia doméstica de Pérez Zeledón.

· Turrialba: 2 personas por violencia doméstica. Los demandados de pensiones (9 se reportan de Cartago, por ser este despacho el que debe trasladarse desde ese lugar.

· Cartago: 9 demandados de pensiones de Turrialba.

· Bribrí: Se reporta en Limón por ser el lugar que se traslada a atender usuarios demandados de pensiones alimentarias.

· Limón: 9 demandados de pensiones alimentarios de Bribrí.

· Corredores: 1 familia. Los demandados de pensiones se reportan en Golfito, por ser quien debe trasladarse.

· Golfito: 2 demandados de pensiones de Corredores.

· Coto Brus: 2 personas, 1 por violencia doméstica y 1 demandado de pensiones.

· Siquirres:1 demandado de pensiones

· Puntarenas:1 demandado de pensiones que corresponde a Jacó.

[bookmark: _GoBack]

De tal forma que en menos de tres meses, valorando el cierre de fin de año pasó de 53 usuarios a 108 usuarios, siendo las materias de mayor atención pensiones, familia, contencioso y violencia doméstica. Lo que probablemente aumente de forma exponencial en los próximos meses cuando se divulgue la Ley citada.



Se omite en el informe de la Dirección de Planificación establecer que las plazas deben de ser especializadas por el tipo de usuario (persona indígena) con una gran cantidad de situaciones de vulnerabilidad, y además las personas defensoras públicas deben tener conocimiento en varios procesos, por tener competencia en todas las materias y a nivel nacional. Lo anterior implica no solo sensibilidad, sino disposición para realizar las diligencias in situ, utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc), saber conducir, pedir ayudas económicas, valor de forma inmediata la utilización de intérpretes,  tener conocimiento en peritajes culturales, multidisciplinarios, de trabajo social, psicología, comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género.



Además, dos de los lugares que tramitan procesos con personas usuarias indígenas que fueron incluidas en el proyecto de mejora integral del proceso penal, cuales son Limón y Bribrí, encontrándose cargas de trabajo por encima de la media promedio, lo cual evidencia la gran cantidad de trabajo y la poca cantidad de recursos humanos que se requieren.



	En este momento se considera prioritario el aumento del recurso humano  de persona defensora pública, incluso de personal administrativo, en los siguientes lugares:

Bribrí: dos personas defensoras penales y una persona defensora de pensiones para atención de demandados de pensiones. Recuérdese la atención de violencia doméstica, contravenciones, familia, etc.

Buenos Aires: dos personas defensoras públicas penales y dos personas defensoras de pensiones para atención de actoras y demandados.

Coto Brus: una persona defensora  pública penal y una persona defensora pública de pensiones.

Corredores: una persona defensora pública para atención de demandados de pensiones.

Limón: una persona defensora pública penal.

Turrialba: una persona defensora pública pensiones para demandados.

Contencioso administrativo: dos personas defensoras públicas especialistas en la materia.



Por lo anterior,  es de importancia que se valore la cantidad de procesos activos de Flagrancia en la Defensa Pública a diciembre de 2018, que podría ser un recurso de utilidad para una adecuada implementación de una ley, y brindar un servicio de calidad a una población en condición de vulnerabilidad, a quienes se les debe dar un acceso efectivo a la justicia.



[image: ]

(Cantidad de procesos y usuarios de la Defensa Pública en Flagrancia al 31 de diciembre de 2018.).”



En virtud de lo expuesto por las personas especialistas de materia, esta Subjefatura considera menester el análisis de las observaciones realizadas, por lo cual solicito respetuosamente a su Departamento, la valoración de estos argumentos, manifestados en relación con el informe 446-PLA-MI-2019, de previo al informe definitivo. 



Quedo atento para lo que se estime necesario. 

Atentamente,

Dr. Erick Núñez Rodríguez

Subjefe  a.i. Defensa Pública

Poder Judicial
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Christopher Zamora Solis

De: Paula Calderén Devandas

Enviado el: jueves, 14 de marzo de 2019 14:30

Para: Christopher Zamora Solis

cc: Nelson Arce Hidalgo; Miguel Zamora Acevedo
Asunto: Re: Consulta Capacitacion (Contencioso)

Buenas tardes Ing. Cristopher:
Reciba un cordial saludo de mi parte.

Con relacidn a lo solicitado en su correo me permito indicar que, tal y como en su momento se lo manifesté el
Dr. Juan Carlos Morales, ex Coordinador de la Unidad de Capacitacion de la Defensa Publica, la Defensa
Publica ha valorado programar capacitaciones internas, en materia contencioso administrativa, con el fin de
capacitar a las personas defensoras publicas que tendran a cargo la representacion de la poblacién indigena.

Debo indicar también, que de conformidad con criterios emitidos por la Direccion Juridica, la Defensa Publica
también debera asumir la representacion legal de funcionarios judiciales que han sido demandados ante el
Tribunal Contencioso Administrativo. En estos casos, la representacion estara a cargo de los defensores
publicos de la Unidad Disciplinario. Por consiguiente, la poblacidn meta de los cursos que se impartiran en
materia contencioso administrativa seran los defensores y las defensoras agrarias y los disciplinarios.

No omito indicar que en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesién N°13-19 del 15 de febrero del
2019, se autorizé al doctor Roberto Montero Garcia, Defensor Publico Supervisor, para que funja como
capacitador de la Defensa Publica en materia contencioso administrativa. Por lo que, contariamos con el sefior
Montero Garcia como capacitador interno y eventualmente, de considerarlo necesario, solicitariamos
colaboracién a personal del Tribunal Contencioso Administrativo, quienes muy amablemente han venido
colaborando con nosotros hasta el momento.

Cualquier otra consulta, estoy para servirle.
Muchas gracias.

Atentamente,





Paula Calderon Devandas

Abogada de Asistencia Social
Supervisora

e '_ pealderond@poder-judicial.go.cr

12115352 LUinidad Laboral
Ext. 015352 =Defensa Piblica

De: Christopher Zamora Solis

Enviado: miércoles, 13 de marzo de 2019 14:43
Para: Paula Calderén Devandas

Cc: Nelson Arce Hidalgo

Asunto: Consulta Capacitacion (Contencioso)

Buena tarde Licda. Paula Calderoén,

En atencién a lo conversado, me podria indicar los lineamientos establecidos por la Direccion de la
Defensa Publica para el abordaje del tema de capacitacion en materia Contenciosa Administrativa
donde figura como intervinientes poblacién indigena y servidores judiciales. Agradezco, la
brevedad que se le pueda dar al asunto en mencion.

Saludos,
Ing. Christopher Zamora Solis
QII’ECCIGH Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniero Industrial
Planificacion | teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633
) http://sitios. poder-judicial.go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de [a administracion de justicia,
COn Proyeccion e innovacion
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		DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN


SUBPROCESO DE MODERNIZACIÓN INSTITUCIONAL



		Minuta de Sesión de Trabajo





		Tema de la reunión:

		Propuesta de distribución de recurso humano

		N°:

		48-PLA-MI-MNTA-2019





		Objetivo:




		Conocer la propuesta de distribución de recurso Defensor Público y Técnico Jurídico por parte de la Dirección de Planificación





		Fecha

		Lugar

		Hora inicio

		Hora final



		1-mar-19

		Dirección de la Defensa Pública

		13:30

		16:00





		Personas presentes

		Oficina

		Puesto

		Asistencia



		

		

		

		Sí

		No



		Diana Montero Montero

		Dirección de la Defensa Pública

		Directora 

		X

		



		Erick Núñez Rodríguez 

		Dirección de la Defensa Pública

		Subdirector

		X

		



		José Luis Soto Richmond

		Dirección de la Defensa Pública

		Administrador

		X

		



		Roberto Montero García

		Dirección de la Defensa Pública

		Defensor Público

		X

		



		Rodolfo Brenes Blanco

		Dirección de la Defensa Pública

		Defensor Público

		X

		



		Gabriela Picado González 

		Dirección de Planificación 

		Jefa del Subproceso de Modernización Institucional

		X

		



		Melissa Durán Gamboa 

		Dirección de Planificación 

		Profesional 

		X

		



		Raquel Ramírez Bonilla

		Dirección de Planificación 

		Profesional 

		X

		



		Hazel Calderón Mata

		Dirección de Planificación 

		Profesional 

		X

		



		Jorge Rodríguez Salazar

		Dirección de Planificación 

		Profesional 

		X

		



		Christopher Zamora Solís

		Dirección de Planificación 

		Profesional 

		X

		





		Agenda



		1. Propuesta de distribución de recurso Defensor y Técnico Jurídico 

2. Estado de actualización del SSC en la Defensa de Heredia, Sarapiquí y San Joaquín





		Acuerdos y Asuntos Conversados



		1. Propuesta de distribución de recurso Defensor y Técnico Jurídico 


La Dirección de la Defensa Pública presenta la propuesta de distribución de recurso Defensor Público, con el fin de distribuir de manera equitativa las cargas de circulantes a nivel nacional. 

La Dirección de la Defensa, tomó en consideración la limitante de dotación de plazas nuevas para atender la demanda del proceso penal, por lo que a pesar de estar aprobada una cuota de circulante en trámite de 240 procesos por cada plaza de Defensor Público, se dispuso por la Dirección de la Defensa Pública establecer un incremento de 50 asuntos por plaza; es decir, una cuota de circulante de 290 causas por cada plaza a nivel nacional. 


Aunado a lo anterior, se destaca que en el caso de las personas defensoras, con recargo de la Coordinación se dispuso realizar una reducción de 25% adicional de la cuota de circulante en trámite; quedando así, una reducción de la cuota del 75% de aquellas oficinas donde disponga de la coordinación de más de diez recursos. En este caso a nivel interno de la Dirección de la Defensa Pública, se realizará una circular modificando las cargas de circulante por plaza de Defenso Público Coordinador y quedando sin efecto la circular 12-2010 del 3 de febrero de 2010 de la Dirección de ese programa.

En razón de lo anterior, la Dirección de Planificación solicita respetuosamente a la Dirección de la Defensa Pública el envío de la circulante donde se indique el incremento de la cuota de circulante en trámite; así como, la reducción del circulante en trámite de las plazas de defensores públicos coordinadores. 

Dentro la propuesta establecida, por parte de la Dirección de la Defensa Pública se considera: 

· Defensa Pública de Puntarenas 


Se determinó que, entre dos plazas de Defensor Público mantienen un circulante de 299 casos, por lo que se considera que sea asumida la carga por una única plaza; en tanto, la otra plaza se dispondrá para atender asuntos de la materia de Ejecución de la Pena de la Oficina de Puntarenas, con el fin de atención de nuevos asuntos y la reducción del circulante.

· Defensa Pública de Sarapiquí 


Se distribuyó el circulante de materia Pensión Alimentaria, entre las tres plazas de Defensor Público que atiende materia Penal; además, se le adicionará una plaza más para la atención de asuntos ordinarios de la Oficina.

En el tanto se mantenga la estructura actual, se recomienda por parte de la Dirección de Planificación analizar mantener una plaza especializada en Pensión Alimentaria, y dos plazas para la atención de materia Penal. 

· Defensa Pública de Bribri

Se considera trasladar una plaza de la Defensa Pública de Bataán, para reforzar la estructura de la Defensa Pública de Bribri.


· Defensa Pública de Limón 


Se considera trasladar una plaza de la Defensa Pública del Segundo Circuito Judicial (Guadalupe), para reforzar la estructura de la Defensa Pública de Limón.


· Defensa Pública de Pérez Zeledón 


Se considera trasladar dos plazas de la Defensa Pública de Pérez Zeledón, para reforzar la estructura penal de la Defensa Pública de Buenos Aires.


· Defensa Pública de Upala 


La Dirección de la Defensa Pública, se compromete en dotar de una plaza de Defensor Público a la Defensa Pública de Upala, con el fin de dar soporte al plan de trabajo que pretende implementar la Dirección de Planificación en ese cantón, y donde se proyecta el traslado de una sección unipersonal en forma definitiva a Upala. 


Con ese plan de trabajo, se realizarían en Upala juicios unipersonales y colegiados de lunes a viernes, por lo que es indispensable contar con una plaza de Defensora o Defensor Público a tiempo completo asignada a este plan.  

Por último, es importante destacar que la Dirección de la Pública aclara que dentro del parámetro de asuntos (290) por cada plaza de persona Defensora Pública se contempló únicamente los asuntos en trámite del circulante, excluyéndose de dichos parámetros los sobreseimientos, entre otros que no se encuentran activos a la fecha de los cálculos. 

2. Estado de actualización del SSC en la Defensa de Heredia, Sarapiquí y San Joaquín

Se hace de conocimiento a la Dirección de la Defensa Pública que, según lo acordado se llamó a las personas coordinaras de las oficinas de la Defensa Pública, para que remitieran a la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación los listados de los expedientes que requerían ser incluidos de forma masiva al Sistema de Seguimiento de Casos (SSC).

En atención a lo solicitado, la Licda. Fanny Badilla Sánchez, Coordinadora de la Defensa de Sarapiquí señaló que, con base a los listados remitidos por el equipo a cargo de los arqueos de la Dirección de la Defensa, estaban al día por lo que no se requería hacer llamado de expedientes al SSC. 


En el caso del Lic. Marco González Salas, Coordinador de la Defensa de Heredia señaló que al 26 de febrero tenían actualizadas y con visto bueno dos de las diez plazas de Defensor Penal, que en cuanto tuviesen el total se estaría remitiendo la información correspondiente. 


En tanto, la Licda. Geannina Luna Duran, Coordinadora de la Defensa de San Joaquín señaló que dado a la inconsistencia donde se presenta expedientes con estado “archivado” se procedió a realizar un arqueo de referencia a nivel de la Oficina, para remitir los listados con información actualizada a la Dirección de Tecnología de la Información.

Roberto Montero García, Supervisor de la Defensa Pública indica que según lo indicado por Dirección de la Tecnología, la mejora de llamado masivo de expedientes se encontraba en modo de pruebas no así en producción, donde se considera que la misma estaría en ejecución el 29 de marzo de 2019.

La Licda. Diana Montero Montero, Directora de la Defensa Pública realiza la consulta vía telefónica a la Licda. Luna Duran, Coordinadora de la Defensa Pública de San Joaquín sobre la consulta de la realización de arqueos; la cual señala, que efectivamente se está realizando un arqueo de referencia dado al inconveniente de la identificación de un total de 22 expedientes que tiene el estado de “Archivado”; con el fin de remitir la información actualizada la Dirección de Tecnología de la Información.

Aunado a lo anterior, el Lic. Montero Garcia solicita por favor se remitan el listado de aquellos expedientes con estado de “archivo”, para corroborar que no sean los mismos expedientes arqueados por el equipo de Rodolfo Brenes y así, dar la atención correspondiente. La Coordinadora Defensora de San Joaquín, se compromete en remitir la información para el 6 de marzo de 2019. 





		Acuerdos



		· Dirección de Planificación facilitará a la Defensa Pública la cantidad de asuntos entrados por plaza de Defensor de las Oficinas de Bataán, Pérez Zeledón, Puntarenas y el Segundo Circuito de San José para que sea considerado entre la propuesta de movilización de recurso Defensor Público.

· La Dirección de la Defensa Pública remitirá a la Dirección de Planificación la modificación de la circular 12-2010 del 3 de febrero de 2010, donde se indica la reducción de circulante en trámite por cada plaza de Defensor Coordinador. Además, de la circular donde se establece el incremento de cuota de circulante en trámite de 240 a 290 causas por cada plaza de persona Defensora Pública. 

· La Dirección de la Defensa Pública, se compromete en dotar de una plaza de Defensor Público a la Defensa Pública de Upala, con el fin de dar soporte al plan de trabajo que pretende implementar la Dirección de Planificación en ese cantón.

· La Coordinación de la Defensa de San Joaquín remitirá más tardar el 6 de marzo de 2019 el listado de aquellos expedientes con estado de “archivado” a la Dirección de la Defensa Pública, con el fin de que se de trazabilidad del cambio de estado y contar con información valida por parte de la Oficina.
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RE: Cuota Circulante (Agrario)

Mario Alberto Rosales Vargas

mar 5/3/2019 15:20

para:Christopher Zamora Solis <czamoraso@Poder-Judicial.go.cr>;

Cc:Erick NUfiez Rodriguez <enunezr@Poder-Judicial.go.cr>; José Luis Soto Richmond <jsotor@Poder-Judicial.go.cr>; Frank Alvarez
Hernandez <falvarez@Poder-Judicial.go.cr>; Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr>;

Ing. Christopher Zamora Solis
Sub. Proceso Modernizacion Institucional
Departamento de Planificacién - Poder Judicial

Buenas tardes, en atencidn a lo conversado en horas de la mafiana, cabe sefialar que las cuotas minimas de
procesos o expedientes que puede llevar un defensor en materia agraria es de 100-150 asuntos, y una maxima
de 150-180 asuntos y una extrema mas de 180 asuntos por defensor, esto en virtud de la complejidad de la
materia, tales como traslados de mas 2 horas al lugar de conflicto ( esto sin contar el lapso o tiempo que se dura
recorriendo la propiedad que podria ser mayor), visitas de campo previas, atencion a poblaciones vulnerables (
poblacién indigena, adultos mayores, jefas de hogar agricultores, poblacién campesina en general); ademas por la
cantidad de defensores agrarios a nivel nacional, y no contar con defensores contra-parte de manera directos en
la misma jurisdiccion ( es decir cuando dos usuarios necesitan de dos defensores en materia agraria en un mismo
expediente), se recurre al auxilio de un defensor agrario mas cercano, el cual su desplazamiento en muchos casos
es mas de 2 horas entre una jurisdiccidn y otra, es decir entre una oficina de la Defensa Publica y otra. Quedo a
las 6rdenes para cualquier aclaracion.

San José, 5 de marzo del 2019

Mario Rosales Vargas

I DEIB nsa Coordinador a.i. Unidad Agraria
“l Pun"ca Tel. 2211-9854/2211-9835

Correo. mrosalesvi@poder-judicial go.cr

De: Christopher Zamora Solis

Enviado: martes, 5 de marzo de 2019 14:15

Para: Mario Alberto Rosales Vargas

Cc: Javier Bricefio Cortés; Frank Alvarez Hernandez; Nelson Arce Hidalgo
Asunto: Cuota Circulante (Agrario)

Buena tarde Lic. Marco Rosales,

En atencidn a lo conversado, por favor indicar la cuota minima, maximo y extrema de Circulante Agrario por plaza
de Defensor Publico.

Saludos,
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. Ing. Christopher Zamora Solis
QII'E'CCIDH Subproceso Modernizacion Institucional, Ingeniero Industrial
. Planificacion | Teléfono 2295-4445, Fax 2257-5633

i http://sitios. poder-judicial.go.cr/planificacion/

Trabajamos por el desarrollo de [a administracion de justicia,
con proyeccion e innovacion
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